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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, respecto del proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.

BOLETÍN Nº 11.101-19

____________________________________
HONORABLE SENADO,
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:
La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.
Cabe señalar que, con fecha 30 de mayo de 2018, S.E. el Presidente de la República calificó esta iniciativa legal con urgencia “discusión inmediata”.
- - -

En sesión celebrada el 7 de marzo de 2018, el Senado, cámara de origen, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación, Honorables Senadores señora Carolina Goic Boroevic y señores Francisco Chahuán Chahuán, Juan Antonio Coloma Correa, Alfonso De Urresti Longton y Guido Girardi Lavín.

Por su parte, en sesión celebrada el 14 de marzo de 2018, la Cámara de Diputados designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo y señores Giorgio Jackson Drago, Miguel Mellado Suazo, Patricio Rosas Barrientos y Víctor Torres Jeldes.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 7 de mayo de 2018, oportunidad en que eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Girardi y acordó que el reglamento por el que se regiría sería el del Senado.
A las diversas sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de una propuesta, asistieron, a alguna de sus sesiones, además de sus miembros, los Honorables Diputados señores Juan Luis Castro González y Ricardo Celis Araya.
Del mismo modo, concurrieron, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Gonzalo Blumel; los asesores legislativos, señores Nicolás Duhalde y Marcelo Estrella; la asesora jurídica, señora Ana María Muñoz; los asesores, señora Paulina Prohaska y Fernanda Nitsche, y señores Emiliano García y Fredy Vásquez; y el asesor de prensa, señor Erick Rojas.
Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Jefe de la División Economía del Futuro, señor Julio Pertuzé.

De la Dirección de Presupuestos, el analista del Departamento de Estudios, señor Joaquín Pérez. 

De la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), el Presidente del Consejo, señor Mario Hamuy, los asesores, señora Carolina Muñoz y señor Nelson Urrutia. De la Asociación de Funcionarios de CONICYT (ASFUNCO), la Directora, señora Bárbara Freire.
Del Instituto Nacional de Propiedad Industrial de Chile (INAPI), el Director Nacional, señor Maximiliano Santa Cruz, y el Jefe del Departamento Internacional y de Políticas Públicas, señor Sergio Escudero.

Del Instituto Milenio en Inmunología e Inmunoterapia, el Director, señor Alexis Kalergis.

De Corporación INNOVARTE, el Director, señor Luis Villarroel, y la abogada asesora, señora Carolina Toro.
De la Asociación Nacional de Investigadores en Postgrado (ANIP), la Directora, señora Carola Díaz, y el abogado, señor Enrique Rubinek.

De la Red de Investigadoras (REDI), la Presidenta, señora Adriana Bastías.

De la Federación de Colegios Profesionales Universitarios de Chile (Fedcolprof), la Presidenta, señora Mónica Vargas.

De la Sociedad Ecológica de Chile (SOCECOL), la Presidenta, señora Olga Barbosa.

Del Consejo del Futuro, la Secretaria Ejecutiva, señora Amelie Kim Cheang.

La asesora del Honorable Senador Coloma, señora Carolina Infante.

El asesor legislativo del Honorable Senador Chahuán, señor Marcelo Sanhueza.

De la Oficina del Honorable Senador De Urresti, la Jefa de Gabinete, señora Marisel Sanhueza; y la asesora, señora Melissa Mallega.

Los asesores del Honorable Senador Girardi, señora Victoria Fullerton, y señores Juan Walker y Víctor Quezada.

La asesora de la Honorable Diputada Hoffmann, señora Makarena Parra.

De la Oficina del Honorable Diputado Jackson, la Jefa de Gabinete, señora Aintzane Lorca, y la asesora, señora Maite Gambardella, y el Periodista, señor Ricardo Ahumada.

El asesor del Honorable Diputado Mellado, señor José Gabriel Domínguez.

El asesor del Honorable Diputado Pardo, señor Alejandro Garzón.

Los asesores del Honorable Diputado Rosas, señores Nicolás Facuse y José Becerra.

Del Comité Demócrata Cristiano, el asesor, señor Aldo Rojas.

Del Comité Partido por la Democracia, el Periodista, señor Gabriel Muñoz.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, Karelyn Lüttecke.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Raimundo Roberts.

De la Universidad Santo Tomás, la académica, señora Soledad Quiroz.

De Fundación Fraunhofer Chile, la encargada de comunicaciones de CSB, señora Camila Ávalos.
De Revolución Democrática, la coordinadora Comisión Desafíos del Conocimiento, señora Daniela Escrig.

Del Consorcio de Universidades del Estado (CUECH), la asesora, señora Stephanie Donoso.

- - -
A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como del acuerdo adoptado a su respecto.
En tercer trámite constitucional, el Senado rechazó las enmiendas recaídas en el inciso segundo del artículo 9º contenido en el número 4) del artículo 23, que ha pasado a ser artículo 24; y la consistente en la incorporación de un artículo sexto, transitorio, nuevo; propuestas por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional. Así lo comunicó mediante oficio N° 67/SEC/18.

Lo obrado por la Cámara de Diputados había consistido en sustituir en el inciso segundo del artículo 9° que propone el Número 4 del artículo 23, que ha pasado a ser 24, el punto y seguido por una coma; y reemplazar la oración: “Esta licencia podrá ser utilizada en el caso de que el derecho de propiedad industrial no sea aprovechado por aquella institución o persona a la que se le hubiere otorgado su protección, en las condiciones señaladas en el reglamento.” por “salvo en aquellos casos que la ley establezca.”; y agregar la siguiente oración final: “No obstante, esta licencia siempre deberá utilizarse en los casos del artículo 51 de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial.”.
Asimismo, acordó incorporar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:
“Artículo sexto.- A la fecha de su entrada en funcionamiento, el Ministerio se desconcentrará territorialmente en cinco secretarías regionales ministeriales, cada una de las cuales estará a cargo de un Secretario Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y que representará al Ministerio en una o más regiones.

Durante el quinto año de funcionamiento del Ministerio, mediante decreto supremo expedido a través del mismo y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se establecerá un calendario de instalación que determine las fechas en que iniciarán sus funciones las secretarías regionales ministeriales restantes, las cuales deberán estar en funciones, en su totalidad, en el plazo máximo de diez años contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio.

Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio, suscritos además por el Ministro de Hacienda, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las secretarías regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada secretario regional ministerial. Para estos efectos se deberá considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología, así como la existencia de desarrollos científicos consolidados o estratégicos. El o los decretos señalados en este inciso deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio. 

Mientras no haya entrado en funcionamiento la totalidad de las secretarías regionales ministeriales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo, cada secretario regional ministerial que tenga a su cargo dos o más regiones ejercerá las funciones de las coordinaciones macrozonales establecidas en el artículo 8 sobre dichas regiones.”.

Producto de la precedente enmienda, el artículo sexto transitorio despachado por el Senado había pasado a ser artículo séptimo transitorio, y así sucesivamente, sin modificaciones.

DISCUSIÓN Y PROPOSICIÓN
Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión Mixta, el Ejecutivo explicó las líneas generales de su propuesta y recibió la opinión de representantes de distintas instituciones científicas dedicados a la investigación. Se hace presente, además, que S.E. el Presidente de la República presentó tres proposiciones, de las cuales se da cuenta seguidamente junto con el debate a que dio lugar cada una de ellas.

De esta forma, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, explicó que el Ejecutivo formulará una propuesta con relación a las dos controversias suscitadas entre ambas Cámaras – secretarías regionales ministeriales y propiedad de proyectos financiados por el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (Fondecyt) – y un tercero, adicional, sobre la conformación y funcionamiento de un comité asesor del ministerio.
En cuanto a las secretarías regionales ministeriales, la idea es crear cinco oficinas al momento de entrada en funcionamiento del ministerio, cuyos asientos regionales se determinarán mediante decreto supremo, considerando desafíos y oportunidades de desarrollo de los territorios, capacidades y potencialidades para desarrollo de ciencia y tecnología, y existencia de desarrollos científicos consolidados o estratégicos. Durante el quinto año de entrada en vigencia del nuevo organismo, se establecerá un calendario de instalación para el resto de las oficinas, contemplando un plazo máximo total de 10 años, desde la creación del nuevo ministerio.
Esta instalación gradual fue una modificación introducida por la Cámara de Diputados, basada en razones de ajuste fiscal, ya que el costo de las 16 secretarías regionales ministeriales ascendería a $3.893 millones anuales, mientras que las cinco iniciales solo comprometerían un gasto de $1.489 millones al año.

Respecto a la propiedad de proyectos financiados por Fondecyt, se propone una combinación entre el sistema norteamericano establecido en la Bayh Dole Act y el modelo israelí de protección a la propiedad intelectual. El mecanismo propuesto obliga a publicar en caso de que el resultado no fuese patentable, de lo contrario se deben restituir los fondos al Estado. Si la investigación generara patentes, la persona o institución puede solicitar protección avisando a la agencia, donde el Estado gozaría de una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa para el solo efecto de abastecer el mercado nacional (similar a Bayh-Dole Act). Para el uso de esta licencia el nuevo ministerio deberá emitir una resolución fundada, previa consulta al ministerio sectorial correspondiente y habiéndose escuchado al titular del derecho. El precio de la licencia será fijado de común acuerdo con el titular o mediante arbitraje. Si la persona o institución no solicitase la patente en el plazo señalado en el reglamento, o no le interesase, podrá el Estado solicitar este derecho. En caso que la persona o institución logre comercializar la propiedad intelectual, deberá restituir el 50% de los fondos asignados, no obstante, la cifra no podrá ser superior al monto recaudado por el asignatario.
Gráficamente, correspondería al siguiente flujo:
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El objetivo es eliminar la obligación de retribuir a todo evento el monto financiado por Fondecyt, ya que se considera un desincentivo al licenciamiento, generando, por el contrario, estímulos para la transferencia tecnológica. El Estado tendría derecho a una licencia no exclusiva circunscrita a abastecer el mercado nacional, permitiéndole, además, recaudar fondos en casos de proyectos exitosos. Estadísticamente, de 16.000 proyectos Fondecyt solo en 32 ocasiones se han devuelto fondos; menos del 5% de los proyectos de investigación aplicada se patenta, en circunstancias que el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (INAPI) estima que el 60% de esos proyectos serían patentables; y la Pontificia Universidad Católica, institución que más patenta en Chile, solo ha obtenido licencia de menos del 10% de sus investigaciones.
Sobre la proposición de crear un comité asesor del nuevo ministerio. La finalidad es que colabore en el diseño de instrumentos y propuestas de ley, teniendo dentro de sus funciones, la responsabilidad de conformar los comités técnicos o de expertos. El nombramiento se efectuaría mediante decreto supremo, dado que es el ministerio quien define las políticas, la agencia solo las ejecuta. El nuevo comité estaría integrado por nueve personas ajenas a la Administración del Estado, con reconocidos méritos en ciencias, tecnologías e innovación, nombradas mediante el sistema de Alta Dirección Pública (ADP). Serán integrados de forma pluralista, propendiendo a la equidad de género y a una adecuada representación de las diversas disciplinas del saber. Será presidido por uno de sus miembros nombrado por el Presidente de la República. Podrán integrar los comités, con derecho a voz, personas que sean funcionarios de la agencia, representantes de los ministerios que formen parte del sistema y representantes de otros entes públicos.
Señaló que la justificación se basa en que el presente proyecto de ley elimina los consejos del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conicyt), cuyas funciones serían asumidas por el Director de la nueva agencia. La comunidad científica se ha mostrado preocupada por el hecho que no sea un ente colegiado el que determine las orientaciones científicas y tecnológicas para la determinación de las políticas del nuevo ministerio y la aplicación de sus instrumentos. Además, la repartición de poderes sería más equilibrada si el ministerio nombrase al comité que asesora al Director de la Agencia, ya que si este último nombra al comité, los miembros pueden tener incentivos para no incorporar puntos de vista contrarios al suyo.
El Honorable Senador señor Chahuán valoró la proposición del Ejecutivo, que recoge la urgencia de descentralizar la actividad científica mediante la creación de las secretarías regionales ministeriales o coordinadores regionales del ministerio, ajustándose presupuestariamente. Asimismo, la combinación de los dos modelos – estadounidense e israelí – genera un punto intermedio que garantiza un estímulo a los investigadores e innovadores para licenciar sus investigaciones o descubrimientos.
El Honorable Senador señor De Urresti expresó que, aun cuando se expusieron los lineamientos generales de la proposición que hará el Ejecutivo, hubiese preferido la presentación de un texto que permitiera observar cómo dichas ideas se plasmarán finalmente en él.
Sobre la creación de un comité asesor, manifestó inquietud por la posible captura del nuevo organismo por las distintas disciplinas del saber. Además, se mencionan criterios de integración como la paridad de género, sin expresar un aspecto tan relevante como la equidad territorial. Fue enfático en señalar que no aceptará que el nuevo ministerio y sus organismos se constituyan solo en Santiago. También el sistema de nombramiento, apuntó, es un tanto ambiguo, ya que será complejo combinar criterios de pluralidad, equidad de género y representación de distintas disciplinas del saber mediante un nombramiento efectuado por la ADP. Por último, declaró no ser partidario de reproducir la desconcentración básica de los ministerios representada por las secretarías regionales ministeriales, puesto que el mundo de la ciencia y la tecnología necesitan un órgano articulador con un enfoque descentralizador y creativo, que supere los límites administrativos regionales.
El Honorable Diputado señor Torres se manifestó a favor de la creación gradual de secretarías regionales ministeriales, tal como se aprobó en la Cámara de Diputados. Agregó que no se referirá a los otros puntos mientras no exista una propuesta concreta, aunque adelantó que si se pretende crear un comité asesor el sistema de nombramiento mediante ADP no parecería el mecanismo más idóneo, y habría que precisar si sus integrantes serán remunerados.

El Honorable Diputado señor Jackson también fue de la idea de la instalación gradual de las secretarías regionales ministeriales, aunque sostuvo que la justificación no es solo presupuestaria sino también a objeto de generar un potencial colaborativo que requiere de una masa crítica para desarrollarse, superando divisiones político-administrativas y ajustándose más a realidades geográficas.
En cuanto a la propiedad de proyectos financiados por Fondecyt, mostró su preocupación por que la propuesta termine en un híbrido entre incentivo a la investigación y transferencia tecnológica, que finalmente no cumpla con ninguno de los dos objetivos, para lo cual sería interesante escuchar la opinión de los expertos. A su juicio, se cometió un error formal al aprobarse la modificación introducida por la Cámara de Diputados al artículo 9°, que agregó una oración final que confunde dos temas: licencias obligatorias y exclusivas. En último término, consultó al Ejecutivo si la agenda del Gobierno considera un futuro proyecto de ley de transferencia tecnológica.

La Honorable Diputada señora Hoffmann valoró que el Ejecutivo expusiera sus lineamientos generales sin imponer una postura determinada, hecho que ha motivado siempre la queja frecuente de los parlamentarios.
Se mostró a favor de la creación gradual de las secretarías regionales ministeriales, por un tema de responsabilidad fiscal; y de la creación de un comité asesor, de lo contrario la futura agencia corre el riesgo de convertirse en un ente parcial; la administración moderna se inclina más por gobiernos corporativos como este comité.

También fue de la idea de oír a expertos sobre el tema de financiamiento de la investigación y la transferencia tecnológica, que si bien se relaciona no es el objetivo del presente proyecto de ley que crea un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.

El Honorable Diputado señor Mellado, don Miguel, apoyó al Ejecutivo en sus propuestas, por cuanto la creación gradual de las secretarías regionales ministeriales está más acorde con la realidad fiscal actual, y la fórmula mixta para abordar la propiedad de los proyectos financiados con fondos estatales sigue la experiencia de países exitosos, en particular, el derecho del Estado de reservarse una licencia no exclusiva para enfrentar problemas sociales como una epidemia. Igualmente, se mostró partícipe de la creación de un comité asesor con el fin de evitar cualquier discrecionalidad en las decisiones que adopte el nuevo ministerio, el que puede ser nombrado mediante la ADP o por otro mecanismo similar.
El Honorable Diputado señor Torres concordó con el Diputado Jackson en un posible error formal de la modificación introducida por la Cámara de Diputados al artículo 9°, por cuanto parece haber establecido un mecanismo expropiatorio cuando el objetivo fue señalar los usos de licencia, que serían considerados en una ley posterior. Probablemente, advirtió, sea conveniente centrarse en la creación del futuro ministerio y postergar la discusión de otros temas para un nuevo proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma reconoció que la propuesta respecto a la propiedad sobre los proyectos financiados con fondos públicos no se vincula totalmente con la creación del nuevo ministerio, no obstante, es una oportunidad para establecer una regulación, o bien, asumir un compromiso para su discusión en un futuro proyecto de ley.
El Honorable Senador señor Girardi volvió sobre la propuesta de creación de secretarías regionales ministeriales, declarando que su organización se basa en un modelo administrativo obsoleto para la descentralización del país, que debiera enfocarse en la vocación de los territorios o ecosistémica. Independiente de la denominación, dichas instancias debieran articular al mundo científico y académico de los territorios donde operarán.
Sobre la propiedad de los proyectos con financiamiento estatal, valoró la proposición, aunque no sea el mejor instrumento. Sostuvo que Chile tiene una excelente capacidad científica, pero sin incentivo a desarrollar valor agregado, recalcando la oportunidad de avanzar en la materia, sin perjuicio de perfeccionar la normativa más adelante.

En cuanto al comité asesor, señaló no tener prejuicio con la forma de integración del organismo, sin embargo, se debe diseñar de una manera tal que se asegure la participación territorial y la sinergia entre el mundo científico y el político.

El Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que el artículo 7° del texto aprobado por el Senado señala las atribuciones de funciones y atribuciones de las secretarías regionales ministeriales, especificando la forma en que se vincularán con los distintos espacios de toma de decisiones basada en los conceptos tradicionales de descentralización y desconcentración. El artículo 8°, añadió, prueba el esfuerzo permanente de coordinación del presente proyecto de ley, cuando refiere a las coordinaciones macrozonales, independiente de la instalación gradual de las oficinas regionales.
Respecto a la propiedad industrial, recordó el universo reducido a que se referiría la normativa, ya que como afirmó el señor Ministro, solo 32 proyectos fueron patentados de los más 16.000 que fueron financiados por Fondecyt. El tema debiera ser regulado en otro cuerpo legal, abarcando el financiamiento público de todos los proyectos de investigación en ciencia, tecnología e innovación.

Finalmente, recordó que el comité asesor era parte de la iniciativa legal original, pero fue eliminado en la discusión habida en la Comisión de Hacienda del Senado, por lo que sería positivo rescatar su valor.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió la opinión del Director Nacional del Instituto Nacional de Propiedad Industrial (INAPI), señor Maximiliano Santa Cruz; del Director del Instituto Milenio en Inmunología e Inmunoterapia, señor Alexis Kalergis; del Director de la Corporación Innovarte, señor Luis Villarroel; y de la Presidenta de la Sociedad de Ecología de Chile, señora Olga Barbosa.
El Director del Instituto Milenio en Inmunología e Inmunoterapia, señor Alexis Kalergis, declaró que el presente proyecto de ley es de alta relevancia para la ciencia nacional y refleja el arduo trabajo que se ha seguido durante su tramitación. Precisó que es fundamental no confundir el resguardo del derecho del Estado por el financiamiento público de proyectos de investigación con el desarrollo de los científicos como tal. Dada la complejidad para la transferencia tecnológica desde los centros de investigación a la sociedad, en su oportunidad se pensó en entregar la regulación detallada de dichas materias a un reglamento, pero dicha decisión fue revertida en la Cámara de Diputados. Es importante fomentar el actuar estatal en tecnología sin desincentivar el desarrollo científico.

Enseguida, el Director Nacional del Instituto Nacional de Propiedad Industrial (INAPI), señor Maximiliano Santa Cruz, hizo presente que la institución siempre ha sido partidaria de regular el financiamiento público a los proyectos de investigación, normativa que podría reflejarse en una futura ley de transferencia tecnológica, como lo hizo Estados Unidos el año 1980. Sin perjuicio de lo anterior, la discusión sobre la creación de un nuevo ministerio condujo a la modificación del actual artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 33, del Ministerio de Educación, de 1981, que creó el Fondecyt, donde se regulan algunos aspectos de transferencia tecnológica, es decir, los derechos del Estado respecto a la innovación generada con fondos públicos. La institución mantiene su opinión, apuntó, idealmente el tema debiera ser regulado en una ley general referida a todos los fondos públicos destinados a financiar proyectos de investigación, desarrollo e innovación, no solo Fondecyt, y el Estado debiera incentivar al asignatario de esos fondos a apropiarse de la investigación, reservándose ciertos derechos en caso de no apropiación o excepcionales manteniendo licencias no exclusivas. Indicó que una opción sería incorporar el artículo 9 del presente proyecto de ley en la iniciativa legal que propone sustituir las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín 8.907-03).
Luego, el Director de la Corporación Innovarte, señor Luis Villarroel, afirmó que es fundamental el rol del nuevo Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, en promoción de la innovación y el conocimiento relevante para el país, siendo necesario la destinación de fondos públicos a ese fin. Respecto a la titularidad de los derechos, señaló que lo más importante es incentivar el licenciamiento de investigaciones necesarias al bien común de Chile. Se debe establecer un sistema que otorgue garantías de una justa compensación para quienes invierten su trabajo y desarrollan soluciones técnicas para atender las necesidades nacionales, satisfaciendo a la vez el interés público. La experiencia muestra que de no existir una regulación inicial que establezca las condiciones para el uso de los derechos de investigaciones financiadas con fondos públicos, la licencia de una posible vacuna para el hanta, por ejemplo, sería subastada al mejor postor, sin que los beneficios puedan ser utilizados en Chile, como demanda el interés público.
En materia de propiedad industrial existe un principio bien asentado, quien financia determina el asignatario de los derechos y su uso. El artículo 70 de la ley N° 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial, prescribe que en el caso de proyectos de investigación financiados por universidades, será la universidad la titular de los derechos no el investigador, sin perjuicio de la obligación de compartir beneficios o de codominio. Siguiendo esa línea, argumentó, si el Estado financia una innovación es razonable que establezca ciertas restricciones al uso de esos derechos, en orden a resguardar el beneficio público.
El modelo utilizado para la propuesta del Ejecutivo – Bayh Dhol Act – protege más aún el interés nacional, porque el derecho del Estado a usar la licencia en cualquier parte del mundo se basa en el aporte público aportado a la investigación; una especie de prepago. En el caso chileno el Estado debería pagar nuevamente. En su opinión, esta es una oportunidad para establecer una norma general que determine que el resultado de las investigaciones financiadas con fondos públicos esté disponible para la sociedad.
Por último, la Presidenta de la Sociedad de Ecología de Chile, señora Olga Barbosa, estuvo de acuerdo con el Director Nacional de INAPI en cuanto a que el tema de la propiedad de los proyectos de investigación financiados con fondos públicos abarca a un sinnúmero de programas de financiamiento fiscal a las ciencias, sin circunscribirse exclusivamente a los proyectos Fondecyt, siendo un tema tangencial a la creación de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Sin duda que es importante incentivar la transferencia tecnológica, acotó, incluso cuando la investigación no conduzca a un licenciamiento, como ocurre generalmente en ecología, porque toda generación de conocimiento puede ser útil a la innovación o a la mejor adopción de decisiones públicas y privadas, capital que debiera pertenecer a la sociedad en su conjunto. También concordó en que dicha transferencia sea regulada en una ley especial, idea apoyada por el señor Kalergis.

El Honorable Diputado señor Jackson manifestó comprender que la discusión sobre la propiedad de los proyectos financiados con fondos públicos debiera tratarse en otro cuerpo normativo, sin embargo, urge regular la transferencia tecnológica, en especial hacia el principal financista de riesgo en investigación científica: el Estado.

Explicó que es relevante para la comprensión del sistema de transferencia tecnológica separar dos procesos: el licenciamiento y el financiamiento. Por un lado, se debe facilitar el proceso de inscripción del dominio del resultado de la investigación – activo – y, por otro, lograr un equilibrio entre el interés de las personas, que motivadas por la rentabilidad del proyecto, buscan financiamiento, y el del Estado, inversor principal y muchas veces único, del descubrimiento científico asociado a la eventual innovación. Si una universidad recibe fondos públicos, graficó, para desarrollar una investigación que luego patenta, y con el objeto de atraer capital transa la propiedad industrial con un inversionista, el Estado participaría solo como un banco observador, desentendiéndose del problema público asociado al conocimiento y su monopolio. ¿Quién asume el mayor riesgo el Estado o el inversor? Más aún, si el Estado financia la investigación y otorga el uso monopólico de su patente ¿por qué no podría obtener una licencia no exclusiva onerosa? Por este motivo, insistió en incorporar una norma en este proyecto de ley que, al menos, establezca una referencia inicial.
El Honorable Diputado señor Torres resumió las propuestas presentadas para resolver el punto sobre la propiedad de los proyectos de investigación financiados con fondos públicos. Uno, la regulación actual, que es precaria; dos, el mecanismo aprobado por el Senado, que limita el licenciamiento del Estado; tres, la aprobada por la Cámara de Diputados, similar a la anterior, salvo el inciso final que establece que la licencia podrá ser utilizada en caso que el derecho de propiedad industrial no sea aprovechado por la institución o persona a la que se le hubiere otorgado su protección en las condiciones señaladas en el reglamento; y cuatro, la del Ejecutivo, que propone eliminar el artículo 9° vigente, desregulando totalmente el asunto.

A su juicio, se debiera aprobar la proposición de la Cámara de Diputados, que permite establecer un estándar mínimo y, posteriormente, debatir a fondo el asunto en una iniciativa de ley referida específicamente a la transferencia tecnológica.

El Honorable Senador señor De Urresti manifestó que las propuestas del Senado y la Cámara de Diputados no son conciliables, es necesario elegir una de ellas.
Por otro lado, consultó al Director Nacional de INAPI si el registro de patentes es más difícil desde regiones, ya que los 173 funcionarios de la institución tienen su asiento en Santiago. En su opinión, el proyecto de ley que pretende modificar la ley de propiedad industrial debiera abordar una mayor descentralización del organismo. Asimismo, anunció que si la composición del comité asesor propuesto no representa un justo equilibrio territorial no otorgará la unanimidad requerida para su discusión.
El señor Villarroel observó que la normativa chilena reconoce derechos sobre propiedad industrial e intelectual, por tanto, habría que precisar si la discusión comprende ambos derechos o solo los de propiedad industrial. También se mostró favorable a la discusión de una futura ley sobre transferencia tecnológica, sin embargo, fue enfático en afirmar que la iniciativa legal en debate debe establecer un estándar mínimo, de lo contrario el interés público estará desprotegido.

Asimismo, explicó que la transferencia tecnológica no solo se realiza a través del licenciamiento restrictivo de patentes o privativo de derechos de autor, por el contrario, existe una tendencia mundial que reconoce la necesidad de que los derechos de propiedad intelectual de determinadas áreas sean licenciados de manera abierta con el fin de generar mayor transferencia. Citó el caso particular de la salud, actualmente la Organización Mundial de la Salud (OMS) busca incentivar la investigación científica en el área sin asociar su resultado a una licencia exclusiva, y un mecanismo es el financiamiento estatal. Resulta contradictorio, apuntó, que la mejor solución propuesta en el presente proyecto de ley sea otorgar derechos absolutos respecto de innovaciones en salud financiadas por el Estado.

El señor Kalergis señaló que el objetivo debiera ser asegurar el acceso al conocimiento y promover el desarrollo de la transferencia tecnológica. Es cierto que el riesgo inicial en investigación científica es del Estado, no obstante, fondos provenientes de la Corporación del Fomento a la Producción (CORFO) o del propio Conicyt regulan el impacto público de una investigación científica financiada con recursos fiscales, normativa que podría servir de base para una futura ley sobre transferencia tecnológica. En el ejemplo expuesto por el Diputado señor Jackson sobre captación de capital de inversión mediante transferencia de la licencia, podría resguardarse el interés público obligando a los contratantes a incluir en la negociación al organismo público que aportó los fondos. Como se observa, es complejo regular todos los aspectos en un solo artículo, por ese motivo en la discusión habida en el Senado se decidió definir en un reglamento las condiciones específicas del uso de la licencia no exclusiva del Estado, aun cuando el escenario ideal sería incluirlo en una norma de rango legal.
El señor Santa Cruz insistió en que la transferencia tecnológica debiera abordarse en una ley específica sobre la materia, cuya base debiera ser la Bayh Dole Act americana, que fomenta la apropiación de la investigación generada con fondos públicos, resguardando debidamente los derechos del Estado.
En cuanto a la falta de descentralización del organismo, recordó que la institución ha impulsado una fuerte inversión digital para el acceso remoto de los usuarios. Asimismo, se abrieron las dos primeras oficinas regionales, en Antofagasta y Bío Bío, con el objeto de asesorar al público sobre el registro de patentes. Del mismo modo, se firmó un convenio con el Consejo Regional de los Ríos, a fin de otorgar capacitación, con un fuerte acento en declaraciones de origen, en particular sidra y cerveza valdiviana.
El Honorable Senador señor De Urresti se mostró disconforme con los avances en descentralización de INAPI, ya que las nuevas oficinas mencionadas solo cuentan con un funcionario y el trabajo en la Región de Los Ríos se realiza por intermedio de un convenio. En su opinión, debieran implementarse direcciones regionales o, al menos, macrozonales como se propuso para las secretarías regionales ministeriales del futuro Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.
El Honorable Senador señor Girardi compartió la preocupación del Honorable Senador que lo antecedió en el uso de la palabra, sin embargo, el Director Nacional no cuenta con las atribuciones necesarias para la descentralización del organismo. Además, indicó que el peor error de Chile es que pese a la alta capacidad científica no existe licenciamiento; el rol del Estado debiera orientarse a promover la inversión en generación de conocimiento y transferencia tecnológica.
A continuación, el Ejecutivo presentó una primera proposición, mediante Mensaje 27-366, de fecha 14 de mayo de 2018, del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 9, NUEVO

1. Para incorporar el siguiente artículo 9°, nuevo, cambiando los siguientes su orden correlativo:

“Artículo 9.- Mediante decreto expedido por el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se creará un Comité Asesor del ministerio y se establecerán las normas para su funcionamiento. El Comité tendrá como misión asesorar y apoyar al Ministro en el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. Dentro de sus labores, deberá además conformar comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, con el objeto de apoyar y asesorar al Director de la Agencia en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ésta ejecute. En la conformación de estos comités se deberá siempre cuidar que queden integrados de forma pluralista y equilibrada, propendiendo a una adecuada representación territorial y de las diversas disciplinas del saber, en atención a su pertinencia para el desarrollo científico y tecnológico del país.

El Comité Asesor estará integrado por ocho personas calificadas, ajenas a la administración del Estado, las que deberán contar con reconocidos méritos en el área de la academia, ciencia, tecnología y de la innovación de base tecnológica, los que serán designados por el Ministro de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, a partir de ternas elaboradas por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882. Para estos efectos, el Consejo elaborará dos ternas por cada una de las áreas referidas y el Ministro nombrará a un representante de cada terna.

Los miembros del Comité Asesor durarán cuatro años en sus cargos, se renovarán por mitades cada dos años y no podrán ser designados para un nuevo periodo consecutivo. Con todo, para efectos de hacer efectivo el mecanismo de alternancia, en el primer nombramiento, cuatro de ellos serán designados por dos años y cuatro de ellos por cuatro años. Los miembros del primer comité podrán ser designados para un nuevo periodo consecutivo de cuatro años.

Lo integrará además un académico o profesional de reconocida trayectoria, designado por el Presidente de la República, que cumplirá las funciones de Presidente del Comité Asesor y durará cuatro años en el cargo.

Podrán participar en las sesiones del Comité Asesor, con derecho a voz, personas que sean funcionarios de la Agencia, representantes de los Ministerios que forman parte del Sistema o representantes de otros entes públicos.”

AL ARTÍCULO 14, QUE PASA A SER ARTÍCULO 15

2. Para eliminar el literal d), cambiando los siguientes su orden correlativo.

3. Para reemplazar en el literal e), que pasa a ser d), la frase “literal anterior”, por la frase “artículo 9°”.

AL ARTÍCULO 24, QUE PASA A SER ARTÍCULO 25

4. Para reemplazar su numeral 4) por el siguiente:

“4) Derógase el artículo 9°.”.

ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO, NUEVO

5. Para incorporar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:

“Artículo sexto. - A la fecha de su entrada en funcionamiento, el Ministerio se desconcentrará territorialmente en cinco secretarías regionales ministeriales, cada una de las cuales estará a cargo de un Secretario Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y que representará al Ministerio en una o más regiones.

Durante el quinto año de funcionamiento del Ministerio, mediante decreto supremo expedido a través del mismo y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se establecerá un calendario de instalación que determine las fechas en que iniciarán sus funciones las secretarías regionales ministeriales restantes, las cuales deberán estar en funciones, en su totalidad, en el plazo máximo de diez años contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio.

Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio, suscritos además por el Ministro de Hacienda, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las secretarías regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada secretario regional ministerial. Para estos efectos se deberá considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología, así como la existencia de desarrollos científicos consolidados o estratégicos. El o los decretos señalados en este inciso deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio.

Mientras no haya entrado en funcionamiento la totalidad de las secretarías regionales ministeriales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo, cada secretario regional ministerial que tenga a su cargo dos o más regiones ejercerá las funciones de las coordinaciones macrozonales establecidas en el artículo 8 sobre dichas regiones.”.”.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, expuso que la propuesta, resumidamente, mantiene la creación gradual de las secretarías regionales ministeriales; deroga el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 33, del año, 1981, del Ministerio de Educación, traspasando la discusión de una nueva norma sobre transferencia tecnológica al proyecto de ley que modifica el INAPI (Boletín 8.907-03); y crea un comité asesor ministerial para el análisis de las políticas públicas del sector.
La idea de la propuesta, precisó, es basarse tanto en la coordinación macrozonal que establece la presente iniciativa legal como en la ley N° 21.074 de Fortalecimiento de la Regionalización del País.

El Honorable Senador señor De Urresti discrepó del señor Ministro en cuanto a la posibilidad de transferir competencia basada en la nueva ley de fortalecimiento regional porque dicho cuerpo legal no considera específicamente esa alternativa. Es importante la labor de INAPI en asesorías sobre patentes o denominación de origen, sin embargo, la enorme asimetría actual entre Santiago y regiones debe obligar al organismo a descentralizarse, ya que las oficinas de Antofagasta y Bío Bío anunciadas por el Director Nacional, en realidad son financiadas con fondos regionales.
El Ministro, señor Blumel, explicó a continuación que en materia de propiedad de los proyectos de investigación financiados con fondos públicos, se propone derogar el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 33, del año 1981, del Ministerio de Educación, incorporando mediante una indicación al proyecto de ley que sustituye la ley de propiedad industrial (Boletín N° 8.907-03), una norma que asegure al Estado el derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa para ejercerla en el territorio nacional – similar a Bayh Dole Act –; establezca la obligatoriedad de divulgar resultados del proyecto en un plazo determinado, obligando a restituir los fondos al Estado, si no se cumple; y en caso que el investigador comercialice la investigación, restituir un 50% de los fondos que el Estado aportó – similar a sistema israelí –.
Por otro lado, se mantiene la idea de crear un comité asesor ministerial, que apoye la labor del futuro ministro, conforme los comités técnicos o de expertos, y que será integrado por ocho miembros calificados, ajenos a la Administración del Estado, de reconocidos méritos académicos, científicos, tecnológicos y de innovación, nombrados por el ministro en base en dos ternas elaboradas por el Consejo de Alta Dirección Pública para cada área (dos representantes por área), presidido por un noveno integrante que será designado por el Presidente de la República, que durará cuatro años.
El Honorable Diputado señor Torres reiteró su apoyo a la creación gradual de las secretarías regionales ministeriales. También valoró que se considere la discusión de una futura ley sobre transferencia tecnológica o se incorpore una regulación más extensa en un cuerpo normativo más acorde, como la ley sobre propiedad industrial, no obstante, mostró su preocupación por la propuesta de derogar el artículo 9°, ya que mientras no se apruebe una norma específica no existiría regulación, aspecto en el que señaló estar en desacuerdo. Sobre el comité asesor, manifestó su aprobación a la creación de un órgano colegiado, en especial, si se eliminan los consejos Conicyt, sin embargo, insistió en que el mecanismo de nombramiento mediante la Alta Dirección Pública no es el más satisfactorio.

La Honorable Senadora señora Goic consultó si puede ser reducida la gradualidad de 10 años para la creación de las secretarías regionales ministeriales. Respecto al comité asesor solicitó incorporar criterios de equidad de género en su conformación y aclarar si cobrarán una remuneración. También hizo hincapié en conciliar la integración de los científicos en el comité, con la participación de las instituciones que también integran en los proyectos a licitar, pues su posible inhabilidad reduce la posibilidad de adjudicación, especialmente en regiones donde el número de académicos es reducido. Respecto a la transferencia tecnológica, consideró que el tema debe ser tratado en una ley específica sobre la materia.
El Honorable Senador señor Coloma recordó a los integrantes que el presente proyecto de ley ha sido latamente discutido y, sin perjuicio de coincidir en la necesidad de abordar en otra normativa materias como la transferencia tecnológica, la Comisión debiera abocarse a encontrar un mecanismo que satisfaga los distintos intereses sin dilatar más el debate. En cuanto a la creación gradual de secretarías regionales, indicó preferir una instalación más inmediata, pero comprendió las motivaciones de restricción presupuestaria que han sido esgrimidas. Por último, apoyó la idea de crear un nuevo comité asesor.
El Honorable Senador señor Girardi observó un consenso mayoritario sobre la creación gradual de secretarías regionales ministeriales y la consideración, con ciertos matices, de un nuevo comité asesor, habiendo controversia solo en la forma de avanzar en el desarrollo de la capacidad innovadora y el licenciamiento del conocimiento. Agregó que es fundamental una ley de transferencia tecnológica que regule todos los fondos públicos destinados a la investigación científica, además, fue crítico con el sistema de nombramiento por la Alta Dirección Pública porque no garantiza la integración diversa del nuevo organismo asesor.

El Honorable Diputado señor Jackson también reiteró su apoyo a la creación gradual de secretarías regionales y de un nuevo comité asesor, aunque en este punto consultó por el mecanismo para compatibilizar la integración diversa mediante el sistema de Alta Dirección Pública. Respecto a la transferencia tecnológica, tampoco compartió la idea de derogar el artículo 9°, liberando el proceso de licenciamiento sin ningún beneficio para el Estado. Para el caso manifestó preferir la proposición inicial del Ejecutivo y discutir a fondo el tema en otro proyecto de ley.

El Honorable Senador señor De Urresti señaló que el Ejecutivo debe buscar una solución para abordar el problema de la propiedad de los proyectos de investigación financiados con fondos estatales, pero sin retroceso como sería la derogación del artículo 9°, liberando el licenciamiento. En la creación gradual de las secretarías se manifestó de acuerdo, en tanto sobre el nuevo comité asesor, reparó en el sistema de nombramiento de los integrantes mediante la Alta Dirección Pública, mecanismo que ha recibido severas críticas por el alto gasto de los concursos y la remoción de los cargos al inicio de cada gobierno.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, defendió la propuesta de integración del nuevo comité asesor, solicitando a los integrantes de la Comisión Mixta no esperar a que el presente proyecto de ley resuelva problemas estructurales de la sociedad, como falta de mujeres en ciencia, o la baja representación étnica y territorial. El mecanismo de nombramiento se puede perfeccionar, no obstante, señaló que es importante considerar una mejor gobernanza para la asignación de fondos que evite la discrecionalidad. El esquema de Alta Dirección Pública es ampliamente utilizado para el nombramiento de directores de la Corporación Chilena del Cobre (Codelco), de la Empresa Nacional de Petróleos (Enap) o del Consejo Nacional de Educación.

Respecto a la posibilidad de reducir el plazo de gradualidad en la creación de secretarías regionales ministeriales, declaró que la intención del Ejecutivo sería avanzar más aceleradamente, sin embargo, las razones presupuestarias obligan a considerar un plazo no menor a 10 años.
Finalmente, recordó que para resolver la discrepancia sobre la propiedad de los proyectos de investigación financiados con fondos públicos, el Ejecutivo propuso una fórmula que buscaba establecer un sistema de apropiación y transferencia, que puede ser repuesta, si así lo solicitan los integrantes de la Comisión, y reservar la discusión de fondo para una futura ley de transferencia tecnológica, que está en la agenda del Gobierno, sin embargo, la creación del nuevo ministerio es una prioridad.

A continuación, el Presidente de la Comisión puso en votación el número 5) de la primera proposición, relativa a la creación gradual de las secretarías regionales ministeriales, el que fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, De Urresti y Girardi, y Honorables Diputados señores Jackson, Mellado, Rosas y Torres.
El resto de la proposición fue retirada por S.E. el Presidente de la República, como se dará cuenta en su oportunidad.
En la sesión siguiente, el Honorable Senador señor Girardi, recordó que el comité asesor ministerial es una buena idea, sin embargo, se debe definir la instancia que permita concretar los criterios de pluralidad señalados en la ley que, en su opinión, se ajusta más a que sea el Senado y no el sistema de Alta Dirección Pública.

El Honorable Diputado señor Jackson agregó que también es importante conocer si los integrantes del comité asesor percibirán una dieta y, en consecuencia, si la propuesta generará o no nuevos gastos. Asimismo, es importante evitar que una posible designación de los miembros del comité asesor por el Senado quede sujeta a criterios estrictamente partidistas, como sucedía con el sistema binominal.

El Honorable Diputado señor Mellado, don Miguel, se manifestó de acuerdo con la propuesta del Honorable Senador Girardi en cuanto a entregar al Senado la responsabilidad de nominar los integrantes del comité asesor, previa terna elaborada por el gobierno respectivo.
El Honorable Senador señor Coloma también se mostró favorable a la idea anterior, siempre que se perfeccione el procedimiento asimilándolo a un mecanismo ya existente, como la designación de los directores de Televisión Nacional de Chile.

El Honorable Diputado señor Torres señaló que la propuesta de un comité asesor no debiera generar un nuevo gasto porque los integrantes no percibirían dieta, no obstante, solicitó aclarar la forma en que se asumirán los gastos de traslado de los miembros que residan en regiones.
El Honorable Senador señor Girardi explicó que dicho ítem debiera considerarse en el presupuesto ordinario de la nueva institución.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, expuso que con el objeto de abordar los temas pendientes existen las siguientes propuestas. En cuanto a la propiedad de los proyectos financiados con fondos públicos, se puede estipular en una nueva ley de transferencia tecnológica, o bien, establecer una regla mínima en el presente proyecto de ley, asumiendo el compromiso de incorporar en una futura ley una normativa más detallada.
Sobre el comité asesor ministerial, refirió que el nombramiento mediante el sistema de Alta Dirección Pública o el Senado no reviste mayor relevancia, salvo que el primero ofrece una búsqueda exhaustiva, un concurso abierto y transparente, y una designación basada en los méritos de los candidatos.
El Honorable Senador señor Girardi estuvo de acuerdo en el rol del sistema de Alta Dirección Pública, pero los cargos que designa dicen relación más con labores ejecutivas que de representación. Si se pretende incorporar integrantes provenientes de ciertas minorías étnicas, sexuales o de género será difícil por cuanto primaran criterios eminentemente técnicos.
A continuación, el Honorable Diputado señor Jackson expuso una propuesta sobre la controversia relacionada con la propiedad de los proyectos financiados con fondos públicos. Eliminar el artículo 9° podría atentar contra el interés del bien público de asegurar el conocimiento y uso por parte del Estado de una licencia no exclusiva. La idea sería aprobar el texto enviado por el Ejecutivo, incorporando un inciso final que establezca una transitoriedad hasta la regulación definitiva de la transferencia tecnológica.
El Honorable Senador señor Girardi valoró la propuesta, aunque debiera señalarse un plazo para la presentación del proyecto de ley sobre transferencia tecnológica. Es imposible mantener un sistema donde los recursos públicos aportados para la generación de conocimiento no derivan en instrumentos que permitan mejorar la calidad de vida de los chilenos.

El Honorable Diputado señor Torres compartió también la idea de establecer un mecanismo transitorio mientras el Ejecutivo envíe una iniciativa de ley sobre transferencia tecnológica. La propuesta de eliminar el artículo 9° liberaría el sistema de licenciamiento empeorando la situación actual.
El Honorable Senador señor Chahuán no estuvo de acuerdo en la solución formulada por el Honorable Diputado Jackson, porque el mecanismo es tan deficiente como eliminar el artículo 9°. Este es uno de los puntos controvertidos entre ambas Cámaras, que requiere seguir buscando una respuesta más definitiva al problema.
El Honorable Diputado señor Jackson señaló que también se ha elaborado una proposición que quizás sea más satisfactoria. La idea es incorporar un nuevo primer inciso, a modo de preámbulo, estableciendo el objetivo de los fondos, del siguiente tenor:
“El financiamiento público de los proyectos y programas establecidos en esta ley, tiene como finalidad la creación de nuevo conocimiento científico y tecnológico y la transferencia de tecnología e innovación, aplicando dichos conocimientos en pos del beneficio social y económico, favoreciendo el desarrollo sustentable y el bienestar del país.”.
Además, incluye una frase final relacionada con el pago de la licencia no exclusiva por parte del Estado, el que se realizará de acuerdo a las condiciones establecidas en un reglamento, manteniendo transitoriamente los principios del sistema norteamericano, con algunas diferencias.
En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que, con ocasión de una reunión sostenida con el Presidente de la República donde se trató la realización del próximo Congreso del Futuro, se asumió el compromiso de resolver en el presente proyecto de ley la discrepancia sobre la propiedad de los proyectos financiados con fondos provenientes de Fondecyt, sin esperar a la discusión de una ley sobre transferencia tecnológica.
El Honorable Senador señor Girardi agregó que en dicha conversación con el mandatario se abordó la idea de entregar una fuerte señal para incentivar el licenciamiento de los proyectos de investigación financiados con cualquier fondo público, sin perjuicio de debatir en un futuro una ley sobre transferencia tecnológica.

En esta oportunidad, se presentó una segunda proposición del Ejecutivo, efectuada a través del Mensaje N° 33-366, de fecha 28 de mayo de 2018, del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 9, NUEVO

1. Para incorporar el siguiente artículo 9°, nuevo, cambiando los siguientes su numeración correlativa:

“Artículo 9.- Mediante decreto expedido por el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se creará un Comité Asesor del ministerio y se establecerán las normas para su funcionamiento. El Comité tendrá como misión asesorar y apoyar al Ministro en el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. Dentro de sus labores, deberá además conformar comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, con el objeto de apoyar y asesorar al Director de la Agencia en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ésta ejecute. En la conformación de estos comités se deberá siempre cuidar que queden integrados de forma pluralista y equilibrada, propendiendo a una adecuada representación territorial y de las diversas disciplinas del saber, en atención a su pertinencia para el desarrollo científico y tecnológico del país. 

Integrará el Comité un académico o profesional de reconocida trayectoria, designado por el Presidente de la República, que cumplirá las funciones de Presidente del Comité Asesor y durará cuatro años en el cargo.

Estará integrado además por ocho personas calificadas, ajenas a la administración del Estado, las que deberán contar con reconocidos méritos en el área de la academia, ciencia, tecnología y de la innovación de base tecnológica, los que serán designados por el Presidente de la República, a partir de ternas elaboradas por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882. Para estos efectos, el Consejo elaborará dos ternas por cada una de las áreas referidas y el Presidente de la República nombrará a un representante de cada terna.

Los miembros del Comité Asesor referidos en el inciso anterior durarán cuatro años en sus cargos, se renovarán por mitades cada dos años y no podrán ser designados para un nuevo periodo consecutivo. Con todo, para efectos de hacer efectivo el mecanismo de alternancia, en el primer nombramiento, cuatro de ellos serán designados por dos años y cuatro de ellos por cuatro años. Los que se designen por dos años, podrán ser nombrados para un nuevo periodo consecutivo de cuatro años. 

La integración del Comité Asesor deberá ser plural y equilibrada, propendiendo a una adecuada representación de las regiones y de las diversas disciplinas, enfoques y competencias en las áreas del saber.

Podrán participar en las sesiones del Comité Asesor, con derecho a voz, personas que sean funcionarios de la Agencia, representantes de los Ministerios que forman parte del Sistema o representantes de otros entes públicos.

AL ARTÍCULO 14, QUE PASA A SER 
ARTÍCULO 15

2. Para eliminar el literal d), cambiando los siguientes su orden correlativo.

3. Para reemplazar en el literal e), que pasa a ser d), la frase “literal anterior”, por la frase “artículo 9°”.

AL ARTÍCULO 24, QUE PASA A SER
ARTÍCULO 25

5. Para reemplazar su numeral 4) por el siguiente:

“4) Reemplázse el artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo 9°.- El financiamiento público de los proyectos y programas establecidos en esta ley, tiene como finalidad la creación de nuevo conocimiento científico y tecnológico y la transferencia de tecnología e innovación, aplicando dichos conocimientos en pos del beneficio social y económico, favoreciendo el desarrollo sustentable y el bienestar del país. 

Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa, para el solo efecto de abastecer el mercado nacional con los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos establecidos en el inciso anterior. Para la utilización de esta licencia, el Ministro de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, deberá emitir una resolución fundada en los términos y plazos que señale el reglamento, previa consulta del ministerio sectorial correspondiente y habiendo escuchado al titular del derecho. El precio será fijado de común acuerdo con el titular del derecho. A falta de acuerdo, éste será determinado mediante arbitraje. Un reglamento establecerá el procedimiento para determinar el monto que deberá pagar el Estado, el procedimiento para designar el o los árbitros y la forma en que éstos deberán resolver la controversia.

Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reportare su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, este corresponderá al estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, por el solo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte, así como las excepciones que sean procedentes. También establecerá los plazos en los que dicho Ministerio podrá solicitar el derecho.

Si la institución o persona a la que se le asignaron los recursos logra comercializar en cualquier forma su derecho de propiedad industrial, deberá restituir el 100% de los fondos asignados, y una suma adicional equivalente al 25% de los ingresos obtenidos de la comercialización del derecho de propiedad industrial, dentro de los plazos y condiciones que determine el reglamento. En todo caso, el monto que deba restituirse no podrá ser superior al monto recaudado por el asignatario en la comercialización del derecho de propiedad industrial, sea por el otorgamiento de una licencia, la explotación directa del derecho u otra modalidad equivalente, durante el período de vigencia del derecho de propiedad industrial.”.”.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, señaló que además de la integración pluralista, es fundamental que los miembros del comité asesor sean elegidos de acuerdo a su mérito, considerando como el mecanismo más idóneo el de Alta Dirección Pública, en un procedimiento similar al Consejo Nacional de Educación.
El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que el Ejecutivo debe escuchar la opinión de los parlamentarios, quienes en su mayoría se manifestaron en contra del nombramiento de los integrantes del comité asesor mediante el sistema de Alta Dirección Pública. Señaló preferir, incluso, que los integrantes sean designados por el futuro ministro o el Presidente de la República, cumpliendo los criterios de representación que se han discutido.
La Honorable Senador señora Goic solicitó aclarar que la integración por personas ajenas a la administración del Estado no excluya a los miembros de las universidades estatales. Asimismo, se debe explicitar que la función que cumplirán los consejeros del comité asesor no será remunerada. También propuso que el organismo sea presidido por el futuro ministro del ramo y, aunque es la opinión minoritaria, no manifestó reparos en que sea la Alta Dirección Pública quien proponga a los integrantes del futuro comité. Por último, hizo hincapié en que la función de este órgano es solo colaborativa porque la atribución recae finalmente en el ministro.
El Honorable Senador señor Chahuán también fue partidario de entregar la facultad al Presidente de la República o al futuro ministro, ya que será difícil que un científico se motive a participar de un procedimiento tan rígido como el de Alta Dirección Pública para una función que, además, no es remunerada, argumento apoyado por el Honorable Diputado Jackson.
El Honorable Diputado señor Torres declaró que la propuesta que sea el Presidente de la República quien designe a los integrantes del comité asesor tampoco le satisface, proponiendo como alternativa el sistema utilizado para designar los miembros del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que involucra también a la Cámara de Diputados y al Senado.
El Honorable Senador señor Coloma también se mostró contrario al sistema de Alta Dirección Pública como mecanismo para designar a los integrantes del comité asesor, solicitando un mayor esfuerzo al Ejecutivo en buscar un consenso.
El Honorable Senador señor De Urresti también fue de la idea de buscar un sistema distinto al propuesto por el Ejecutivo que, además, asegure y no solo propenda a la representación territorial, de equidad de género y de diversas disciplinas del saber.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, señaló que la idea relacionada a que los miembros sean ajenos a la administración del Estado se circunscribe a la administración central, por ende, no tiene por objeto excluir a los integrantes de las universidades estatales, aspecto que se debe establecer expresamente.
Sobre el mecanismo de designación de los integrantes del comité asesor, insistió en que la preocupación del Ejecutivo es garantizar el pluralismo de estos organismos, puesto que asignan los recursos públicos destinados a la ciencia y tecnología, sin perjuicio de la resolución final del Director de la Agencia.
Enseguida, se refirió al segundo punto relacionado con la propiedad de los proyectos de investigación financiados con fondos públicos. A este respecto, explicó que el objeto fue recoger las propuestas de los parlamentarios, sin embargo, incorporar una regla única para financiamientos con naturaleza distinta no era la mejor solución, optándose por resolver solo la controversia y en los otros casos aguardar a la discusión de una futura ley sobre transferencia tecnológica. La propuesta busca establecer una complicidad entre el rol del Estado y el investigador científico, si no se licencia el Estado asume el costo, si hay éxito comparte parcialmente los beneficios.
El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que habría preferido una solución aplicable a todos los fondos públicos que apoyan la ciencia o, al menos, al 80% de esos recursos.
El Honorable Diputado señor Jackson no estuvo de acuerdo con el Honorable Senador que lo antecedió en el uso de la palabra, ya que incorporar a todos los fondos exigiría una revisión más detallada de las posibles soluciones, objeto que no es posible de cumplir en esta instancia, y aunque valoró el esfuerzo del Ejecutivo, hizo presente los siguientes problemas que, a su juicio, reviste la propuesta: circunscribir el derecho del Estado a una licencia no exclusiva, solo en territorio nacional, y establecer una regla para fijar el precio, mecanismo similar a un proceso de expropiación.
El Honorable Senador señor Coloma señaló que era razonable que el uso de la licencia se refiera solo al territorio nacional, ya que la justificación del derecho del Estado se basa en resguardar el interés público debido al aporte de fondos públicos provenientes del aporte de todos los chilenos, de lo contrario pareciera adoptar un enfoque más comercial que científico. En cuanto a la resolución del precio, el arbitraje es la fórmula más común cuando dos partes no se ponen de acuerdo. Donde no estuvo de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo fue en establecer un pago adicional al 100% aportado por el Estado de un 25% de los ingresos, cifra que desincentivaría el licenciamiento, contrario al objetivo perseguido por el presente proyecto de ley.

El Honorable Diputado señor Mellado, don Miguel, también concordó en que un 25% de los ingresos como pago adicional parece excesivo, debiendo ajustarse a una cifra que realmente promueva el licenciamiento. Respecto a la determinación del precio, debiera establecerse claramente en el reglamento aludido en el artículo propuesto.
El Honorable Senador señor Girardi también fue partidario de revisar el porcentaje señalado, ya que se debiera fijar la mayor cantidad de incentivos para fomentar el licenciamiento. También declaró estar de acuerdo con el Honorable Diputado señor Jackson de no circunscribir la solución propuesta al territorio nacional, idea más asociada al siglo XX que al presente, donde las fronteras han ido desapareciendo con la presencia de un nuevo referente, como es el ciberespacio. Debe pensarse globalmente, buscando participar del liderazgo que hoy gozan otros países.
El Director del Instituto Milenio en Inmunología e Inmunoterapia, señor Alexis Kalergis, mostró su preocupación por la obligación de devolver un 100% del aporte estatal, y de pagar adicionalmente un 25% de los ingresos, ambas medidas solo desincentivan el desarrollo científico. Asimismo, expresó la dificultad de extender la aplicación del uso fuera del territorio nacional, ya que la justificación se encuentra en el aporte de fondos públicos, que efectúa solo la sociedad chilena.

El Honorable Diputado señor Jackson explicó que los dispositivos en materia de propiedad industrial buscan el autofinanciamiento de la ciencia, lógica utilitarista que nació del derecho anglosajón, y que se justifica en el hecho que alguien invierta dinero. En su opinión, la solución fomentará el licenciamiento porque no se obligará a su restitución previa como se exige actualmente. Con respecto al 25% adicional, señaló ser proclive a permitir el uso de la licencia antes que cobrar una suma de dinero, salvo en el caso que el rédito sea muy superior al precio de costo.
En la siguiente sesión, el Ejecutivo presentó, mediante Mensaje N° 34-366, de fecha 29 de mayo de 2018, una tercera proposición del siguiente tenor:

“ARTÍCULO 9°, NUEVO

1. Para incorporar el siguiente artículo 9°, nuevo, cambiando los siguientes su numeración correlativa:

“Artículo 9°.- Mediante decreto expedido por el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se creará un Consejo Asesor ministerial y se establecerán las normas para su funcionamiento. El Consejo tendrá como misión asesorar y apoyar al Ministro en el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. Dentro de sus labores, deberá además conformar comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, los que apoyarán y asesorarán al Director de la Agencia en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ésta ejecute. En la conformación de estos comités se deberá siempre cuidar que queden integrados de forma pluralista y equilibrada, propendiendo a una adecuada representación territorial y de las diversas disciplinas del saber, en atención a su pertinencia para el desarrollo científico y tecnológico del país. 

El Consejo estará integrado por ocho personas calificadas, ajenas a la Administración central del Estado, las que deberán contar con reconocidos méritos en el área de la academia, ciencia, tecnología y de la innovación de base tecnológica. Serán designadas por el Presidente de la República, quien nombrará además entre ellas al presidente del Consejo.

Los miembros del Consejo Asesor durarán cuatro años en sus cargos, se renovarán por mitades cada dos años y no podrán ser designados para un nuevo periodo consecutivo. Con todo, para efectos de hacer efectivo el mecanismo de alternancia, en el primer nombramiento, cuatro de ellos serán designados por dos años y cuatro de ellos por cuatro años. Los que se designen por dos años, podrán ser nombrados para un nuevo periodo consecutivo de cuatro años. 

La integración del Consejo Asesor deberá ser plural y equilibrada, con una adecuada representación de las regiones, de género y de las diversas disciplinas, enfoques y competencias en las áreas del saber.

Podrán participar en las sesiones del Consejo Asesor, con derecho a voz, personas que sean funcionarios de la Agencia, representantes de los Ministerios que forman parte del Sistema o representantes de otros entes públicos.

AL ARTÍCULO 14, QUE PASA A SER ARTÍCULO 15

2. Para eliminar el literal d), cambiando los siguientes su orden correlativo.

3. Para reemplazar en el literal e), que pasa a ser d), la frase “literal anterior”, por la frase “artículo 9°”.

AL ARTÍCULO 24, QUE PASA A SER ARTÍCULO 25

4. Para reemplazar su numeral 4) por el siguiente:

“4) Reemplázse el artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo 9°.- El financiamiento público de los proyectos y programas establecidos en esta ley, tiene como finalidad la creación de nuevo conocimiento científico y tecnológico y la transferencia de tecnología e innovación, aplicando dichos conocimientos en pos del beneficio social y económico, favoreciendo el desarrollo sustentable y el bienestar del país. 

Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa, respecto de los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos establecidos en el inciso anterior. Para la utilización de esta licencia, el Ministro de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, deberá emitir una resolución fundada en los términos y plazos que señale el reglamento, previa consulta del ministerio sectorial correspondiente y habiendo escuchado al titular del derecho. El precio será fijado de común acuerdo con el titular del derecho. A falta de acuerdo, éste será determinado mediante arbitraje. Un reglamento establecerá el procedimiento para determinar el monto que deberá pagar el Estado, el procedimiento para designar el o los árbitros y la forma en que éstos deberán resolver la controversia.

Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reportare su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, este corresponderá al estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, por el solo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte. También establecerá los plazos en los que dicho Ministerio podrá solicitar el derecho.

Si la institución o persona a la que se le asignaron los recursos logra comercializar en cualquier forma su derecho de propiedad industrial, deberá restituir el 100% de los fondos asignados, y una suma adicional equivalente al 5% de los ingresos obtenidos de la comercialización del derecho de propiedad industrial, dentro de los plazos y condiciones que determine el reglamento. En todo caso, el monto que deba restituirse no podrá ser superior al monto recaudado por el asignatario en la comercialización del derecho de propiedad industrial, sea por el otorgamiento de una licencia, la explotación directa del derecho u otra modalidad equivalente, durante el período de vigencia del derecho de propiedad industrial.”.”.
El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, Gonzalo Blumel, explicó que la proposición excluye, para el comité asesor, el nombramiento por el sistema de Alta Dirección Pública, incorporando la adecuada integración de género y la referencia a la administración central del Estado para evitar la exclusión de funcionarios de universidades estatales.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que hubiese preferido un número impar para la integración del comité asesor.

La Honorable Senadora señora Goic, por su parte, insistió en que la función del comité es precisamente asesorar y no conformar el comité de expertos, atribución que recae en el futuro ministro del ramo, y explicitar el carácter no remunerado de la función que ejercerán los consejeros.

En tanto, el Honorable Diputado señor Torres señaló que atendido que los ocho miembros serán designados por el Presidente de la República, el Ministro de Ciencias, Tecnología, Conocimiento e Innovación podría integrar y presidir la instancia.
Tales sugerencias fueron aceptadas por el Ministro señor Blumel. En relación con el tema de los proyectos científicos financiados con fondos públicos, aclaró que la expresión nacional fue eliminada y se redujo el aporte adicional de un 25% a un 5%, aunque el sistema de determinación del precio se mantuvo como se había propuesto anteriormente, mutuo acuerdo y arbitraje, si fuese necesario.

El Honorable Diputado señor Jackson hizo hincapié en que en el proceso de licenciamiento no se debe restituir ningún fondo, debiendo el reglamento establecer una restitución gradual del 100% de los recursos públicos asignados, con el objeto de no asfixiar a los emprendimientos en su fase inicial.

El Honorable Senador señor Girardi manifestó que la propuesta es un avance en materia de incentivar el licenciamiento, el que será reforzado con en una futura ley de transferencia tecnológica, que el Ejecutivo se ha comprometido a presentar a la brevedad.
Puesta en votación el numeral 1) de la nueva proposición del Ejecutivo, fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Coloma, De Urresti y Girardi, y Honorables Diputados señora Hoffmann y señores Jackson, Mellado, Rosas y Torres.
Puestos en votación los numerales 2), 3) y 4) de la nueva proposición del Ejecutivo, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Coloma, De Urresti y Girardi, y Honorables Diputados señora Hoffmann y señores Jackson, Mellado, Rosas y Torres.
- - -

En resumen, fueron aprobados el numeral 5) de la primera proposición; y la tercera proposición completa, con enmiendas en su numeral 1). En tanto, los numerales 1) al 4) de la primera proposición y la segunda proposición, en su totalidad, fueron retirados.
- - -

PROPOSICIÓN

De conformidad con los acuerdos adoptados, la proposición que la Comisión Mixta realiza, como forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del presente proyecto de ley, es la que a continuación se señala:
1) Incorporar el siguiente artículo 9°, nuevo, pasando el actual a ser artículo 10, y así sucesivamente:

“Artículo 9°.- Mediante decreto expedido por el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se creará un Consejo Asesor ministerial y se establecerán las normas para su funcionamiento. El Consejo tendrá como misión asesorar y apoyar al Ministro en el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. Dentro de sus labores, deberá, además, asesorarlo en la conformación de los comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, los que apoyarán y asesorarán al Director de la Agencia en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ésta ejecute. En la conformación de estos comités se deberá siempre cuidar que queden integrados de forma pluralista y equilibrada, propendiendo a una adecuada representación territorial y de las diversas disciplinas del saber, en atención a su pertinencia para el desarrollo científico y tecnológico del país. 

El Consejo estará integrado por ocho personas calificadas, ajenas a la Administración central del Estado, las que deberán contar con reconocidos méritos en el área de la academia, ciencia, tecnología y de la innovación de base tecnológica. Serán designadas por el Presidente de la República. Lo integrará, además, el Ministro de Ciencias, Tecnología, Conocimiento e Innovación, quien lo presidirá.
Los miembros del Consejo Asesor durarán cuatro años en sus cargos, se renovarán por mitades cada dos años y no podrán ser designados para un nuevo periodo consecutivo. Con todo, para efectos de hacer efectivo el mecanismo de alternancia, en el primer nombramiento, cuatro de ellos serán designados por dos años y cuatro de ellos por cuatro años. Los que se designen por dos años, podrán ser nombrados para un nuevo periodo consecutivo de cuatro años.

La integración del Consejo Asesor deberá ser plural y equilibrada, con una adecuada representación de las regiones, de género y de las diversas disciplinas, enfoques y competencias en las áreas del saber. Sus integrantes no percibirán dieta.
Podrán participar en las sesiones del Consejo Asesor, con derecho a voz, personas que sean funcionarios de la Agencia, representantes de los Ministerios que forman parte del Sistema o representantes de otros entes públicos.”.
2) En el artículo 14, que ha pasado a ser artículo 15:

- Eliminar el literal d), pasando los literales e), f), g), h), i) y j), a ser d), e), f), g), h) e i), respectivamente.

- En el literal e), que ha pasado a ser d), reemplazar la frase “literal anterior” por “artículo 9°”.

3) En el artículo 24, que ha pasado a ser 25, sustituir su numeral 4) por el siguiente:

“4) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:

“Artículo 9°.- El financiamiento público de los proyectos y programas establecidos en esta ley, tiene como finalidad la creación de nuevo conocimiento científico y tecnológico y la transferencia de tecnología e innovación, aplicando dichos conocimientos en pos del beneficio social y económico, favoreciendo el desarrollo sustentable y el bienestar del país. 

Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa, respecto de los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos establecidos en el inciso anterior. Para la utilización de esta licencia, el Ministro de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, deberá emitir una resolución fundada en los términos y plazos que señale el reglamento, previa consulta del ministerio sectorial correspondiente y habiendo escuchado al titular del derecho. El precio será fijado de común acuerdo con el titular del derecho. A falta de acuerdo, éste será determinado mediante arbitraje. Un reglamento establecerá el procedimiento para determinar el monto que deberá pagar el Estado, el procedimiento para designar el o los árbitros y la forma en que éstos deberán resolver la controversia.

Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reportare su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, este corresponderá al Estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, por el solo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte. También establecerá los plazos en los que dicho Ministerio podrá solicitar el derecho.

Si la institución o persona a la que se le asignaron los recursos logra comercializar en cualquier forma su derecho de propiedad industrial, deberá restituir el 100% de los fondos asignados, y una suma adicional equivalente al 5% de los ingresos obtenidos de la comercialización del derecho de propiedad industrial, dentro de los plazos y condiciones que determine el reglamento. En todo caso, el monto que deba restituirse no podrá ser superior al monto recaudado por el asignatario en la comercialización del derecho de propiedad industrial, sea por el otorgamiento de una licencia, la explotación directa del derecho u otra modalidad equivalente, durante el período de vigencia del derecho de propiedad industrial.”.
4) Incorporar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo, pasando el actual a ser artículo séptimo transitorio, y así sucesivamente:

“Artículo sexto.- A la fecha de su entrada en funcionamiento, el Ministerio se desconcentrará territorialmente en cinco secretarías regionales ministeriales, cada una de las cuales estará a cargo de un Secretario Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y que representará al Ministerio en una o más regiones.

Durante el quinto año de funcionamiento del Ministerio, mediante decreto supremo expedido a través del mismo y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se establecerá un calendario de instalación que determine las fechas en que iniciarán sus funciones las secretarías regionales ministeriales restantes, las cuales deberán estar en funciones, en su totalidad, en el plazo máximo de diez años contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio.

Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio, suscritos además por el Ministro de Hacienda, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las secretarías regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada secretario regional ministerial. Para estos efectos se deberá considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología, así como la existencia de desarrollos científicos consolidados o estratégicos. El o los decretos señalados en este inciso deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio. 

Mientras no haya entrado en funcionamiento la totalidad de las secretarías regionales ministeriales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo, cada secretario regional ministerial que tenga a su cargo dos o más regiones ejercerá las funciones de las coordinaciones macrozonales establecidas en el artículo 8 sobre dichas regiones.”.

- - -

A título meramente informativo, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Disposiciones generales


Artículo 1°.- Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto establecer un marco general que estructure, impulse, coordine y promueva las actividades de ciencia, humanidades y desarrollo tecnológico en todas sus etapas, a fin de contribuir al desarrollo sustentable y al bienestar social.


Artículo 2°.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas que realizan, fomentan o apoyan actividades relevantes relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología; y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones. El Sistema se sustenta en la colaboración, la coordinación y la cooperación de sus integrantes, buscando complementarse con otros sistemas de ciencia, tecnología e innovación a nivel internacional.


La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y de la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación.


Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.

TÍTULO II

Del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación

Párrafo 1° 

Del Ministerio


Artículo 3°.- Del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Créase el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación (en adelante también “el Ministerio”) como la secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente o la Presidenta de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a fomentar y fortalecer la ciencia, la tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica (en adelante también “innovación de base científico-tecnológica”) con el propósito de contribuir al desarrollo, incrementando el patrimonio cultural, educativo, social y económico del país y sus regiones, y propendiendo al bien común, al fortalecimiento de la identidad nacional y regional y a la sustentabilidad del medio ambiente.


El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas que promuevan y orienten la investigación en todas las áreas del conocimiento, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica tanto a nivel nacional como regional, considerando las características específicas de los territorios y sus estrategias y potencialidades de desarrollo.


En el ejercicio de sus funciones, el Ministerio promoverá que el conocimiento y la innovación de base científico-tecnológica enriquezcan los procesos de formulación e implementación de políticas públicas, fomentando la coordinación y colaboración interministerial e interregional, el desarrollo de iniciativas conjuntas dentro del sector público y la cooperación público-privada.


Artículo 4°.- Funciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. El Ministerio tendrá las siguientes funciones: 


a) Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y las demás políticas, normas, planes y programas en el ámbito de los sectores a su cargo.


b) Fomentar la investigación, básica y aplicada, y la generación de conocimiento en ciencia y tecnología, que comprende los campos de las ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias agrícolas, ciencias sociales, y artes y humanidades. En el desarrollo de esta tarea, fomentará el trabajo multi, inter y transdisciplinario y velará por un adecuado balance entre investigación inspirada por la curiosidad y aquella orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones.


c) Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. Se entenderá por innovación de base científico-tecnológica el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su comercialización. En el cumplimiento de esta función pondrá especial foco en los desafíos estratégicos del país y deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, teniendo en consideración lo señalado en el artículo 2°.


d) Fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades humanas, de infraestructura e institucionales para el desarrollo de ciencia, artes y humanidades, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y, en especial, promover la instalación y consolidación de centros de investigación y desarrollo y centros tecnológicos de carácter regional o nacional, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con los ministerios de Educación y de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2°.


e) Fomentar la formación de profesionales e investigadores altamente calificados y la inserción de recursos humanos altamente calificados en instituciones académicas, centros públicos y privados de investigación y desarrollo, institutos tecnológicos y de investigación públicos señalados en el literal k) del presente artículo, así como en otros organismos del Estado y en el sector privado. En este ámbito deberá coordinarse con las secretarías de Estado que corresponda.


f) Generar, en coordinación con otros organismos públicos del Sistema, y en función de los desafíos estratégicos del país y de las políticas públicas que lleve adelante, instancias de diálogo y coordinación con la comunidad científica, las universidades, las instituciones públicas o privadas que realizan investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica, y los demás actores del Sistema, incluyendo asociaciones de investigadores.


g) Fomentar la transferencia de resultados de investigación, conocimientos y tecnologías al sector público, los sectores productivos y la sociedad y, especialmente, promover y fortalecer la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades sociales de las empresas y los sectores productivos. En este ámbito, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y, a través de éste, con el Instituto Nacional de Propiedad Industrial y la Corporación de Fomento de la Producción, en el ámbito de sus respectivas competencias.


h) Contribuir a la formación de una cultura científica y a la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, investigación, tecnología e innovación en el país, en todos los ámbitos, promoviendo especialmente su incorporación en el sistema escolar, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación. En el ejercicio de esta función pondrá especial énfasis en la equidad de género.

i) Promover la perspectiva de género y la participación equitativa de mujeres y hombres en todos los ámbitos de la ciencia, tecnología e innovación.


j) Promover la inversión y participación, así como otros aportes, que puedan realizar personas y entidades privadas en los diversos ámbitos de la construcción del conocimiento, de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica, siempre velando por el bien común.


k) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros ministerios y organismos públicos para velar por el desarrollo, el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos.


Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.


l) Velar por la protección y conservación del patrimonio científico y tecnológico nacional.


m) Velar por el desarrollo y promoción de la actividad espacial en el país. En este ámbito, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


n) Fomentar la vinculación, la colaboración y la cooperación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de los sectores a su cargo.


o) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre ciencia, investigación y tecnología, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


p) Colaborar con otros organismos del sector público en el diseño y análisis de programas e iniciativas de investigación científica y desarrollo tecnológico asociados a los ámbitos de acción de estos últimos y de acuerdo a las prioridades de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 18, y de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, contemplada en el artículo 20, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos competentes.


q) Promover el acceso abierto a los resultados generados por la investigación financiada con recursos públicos.


r) Las demás funciones que la ley le encomiende.


Artículo 5°.- Atribuciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio tendrá, en especial, las siguientes atribuciones:


a) Diseñar las políticas, normas, planes y programas del sector a su cargo, así como coordinar la acción de los organismos públicos de dicho sector.


b) Diseñar programas o instrumentos para el otorgamiento de subvenciones, préstamos u otras ayudas para el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, que serán ejecutados por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, pudiendo establecer objetivos, requisitos para la postulación y asignación, procesos y criterios de evaluación, condiciones bajo las que se asignarán los recursos y mecanismos de seguimiento y evaluación, entre otros elementos.


c) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, los que podrán considerar la transferencia de recursos, debiendo en dicho caso someterse a las normas del decreto ley N° 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado.


d) Realizar o encargar estudios, análisis prospectivos e investigaciones y generar estadísticas, indicadores y evaluaciones que apoyen tanto la elaboración de políticas públicas como su seguimiento, medición y evaluación.


e) Establecer vínculos de colaboración y cooperación, así como participar en organismos internacionales en el ámbito de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos de la Administración del Estado.


f) Solicitar y recibir de los órganos de la Administración del Estado y de entidades o personas del sector privado, información y antecedentes respecto de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.


g) Otorgar reconocimientos a personas e instituciones que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las ciencias, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.


h) Desarrollar actividades que promuevan la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica en la sociedad. En el ejercicio de esta atribución, promoverá el acercamiento de la ciencia, tecnología e innovación a los establecimientos educacionales, debiendo coordinarse con el Ministerio de Educación para estos efectos.


i) Mantener y gestionar, de manera coordinada con otros organismos públicos, información respecto de las capacidades y producción del país en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, así como estadísticas e información de interés público respecto de los recursos que los organismos de la Administración del Estado entregan a los sectores público y privado para el desarrollo de estas materias. Con todo, la sistematización de información sobre ciencia, tecnología e innovación se utilizará como instrumento de captación de datos y análisis para la elaboración y seguimiento de la estrategia nacional de ciencia, tecnología, conocimiento e innovación para el desarrollo, sus planes y programas, de carácter unificado y de libre acceso a los órganos públicos que forman parte del sistema.


j) Solicitar al Instituto Nacional de Normalización la elaboración y homologación de normas técnicas sobre procesos y recintos de investigación científico-tecnológica, las que podrán ser declaradas como normas oficiales mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio.


k) Elaborar manuales de buenas prácticas en materia de actividades, procesos o instalaciones para la investigación científica, desarrollo experimental e innovación de base científico-tecnológica.


l) Realizar procesos de capacitación a las funcionarias y funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.


m) Solicitar a las universidades que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.


n) Solicitar a los institutos tecnológicos y de investigación públicos información o datos relevantes para la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional.


o) Las demás atribuciones que la ley le otorgue.

Párrafo 2°

De la organización interna del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación


Artículo 6°.- De la organización del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. El Ministerio se organizará de la siguiente manera:


a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


b) El Subsecretario o Subsecretaria de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


c) Las Secretarías Regionales Ministeriales.


Un reglamento expedido a través del Ministerio determinará su estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001. En dicha estructura se deberán considerar las unidades funcionales necesarias para el cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio, tales como: políticas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica; coordinación intersectorial e interinstitucional; estudios, prospectiva, estadísticas e indicadores; y difusión y cultura de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y equidad de género.


Artículo 7°.- Funciones y atribuciones de las Secretarías Regionales Ministeriales. Las Secretarías Regionales Ministeriales tendrán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Coordinar los planes y programas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.


b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.


c) Apoyar técnicamente a los gobiernos regionales que correspondan en la elaboración y revisión de sus políticas y estrategias de desarrollo en los ámbitos de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y en la definición de marcos estratégicos que orienten el gasto de los recursos regionales destinados a estas actividades, en el marco de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 18, y de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, contemplada en el artículo 20.


d) Participar en las instancias público-privadas que se establezcan en las respectivas regiones para la definición de estrategias relacionadas con el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación.


e) Promover la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades del país, de las empresas y los sectores productivos en las respectivas regiones y fomentar la vinculación público-privada para el desarrollo de iniciativas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica. En este ámbito, deberá coordinarse con todas las instituciones y, especialmente, con las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, con las universidades estatales de la región, y con los gobiernos regionales y los municipios.


f) Generar instancias de coordinación con los jefes de las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación.


g) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue. 


Artículo 8°.- De las coordinaciones macrozonales. El Ministerio contará con instancias de coordinación macrozonal, las que agruparán a dos o más secretarías regionales ministeriales con el fin de impulsar políticas e iniciativas conjuntas entre las regiones en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, así como generar instancias de coordinación entre los actores del Sistema de las regiones respectivas. Además, constituirán instancias de coordinación permanentes para los secretarios regionales ministeriales correspondientes, en el marco de las políticas generales del Ministerio.


El Ministro de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, establecerá las regiones que integrarán cada coordinación macrozonal, para lo cual considerará las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, además de sus capacidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología. Con todo, no podrán establecerse más de cinco coordinaciones macrozonales a nivel nacional, las cuales no incluirán a la región Metropolitana, cuya Secretaría Regional Ministerial se coordinará con las demás en la forma que defina el decreto y la normativa general.


Artículo 9°.- Mediante decreto expedido por el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, se creará un Consejo Asesor ministerial y se establecerán las normas para su funcionamiento. El Consejo tendrá como misión asesorar y apoyar al Ministro en el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. Dentro de sus labores, deberá, además, asesorarlo en la conformación de los comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, los que apoyarán y asesorarán al Director de la Agencia en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ésta ejecute. En la conformación de estos comités se deberá siempre cuidar que queden integrados de forma pluralista y equilibrada, propendiendo a una adecuada representación territorial y de las diversas disciplinas del saber, en atención a su pertinencia para el desarrollo científico y tecnológico del país.


El Consejo estará integrado por ocho personas calificadas, ajenas a la Administración central del Estado, las que deberán contar con reconocidos méritos en el área de la academia, ciencia, tecnología y de la innovación de base tecnológica. Serán designadas por el Presidente de la República. Lo integrará, además, el Ministro de Ciencias, Tecnología, Conocimiento e Innovación, quien lo presidirá.


Los miembros del Consejo Asesor durarán cuatro años en sus cargos, se renovarán por mitades cada dos años y no podrán ser designados para un nuevo periodo consecutivo. Con todo, para efectos de hacer efectivo el mecanismo de alternancia, en el primer nombramiento, cuatro de ellos serán designados por dos años y cuatro de ellos por cuatro años. Los que se designen por dos años, podrán ser nombrados para un nuevo periodo consecutivo de cuatro años.


La integración del Consejo Asesor deberá ser plural y equilibrada, con una adecuada representación de las regiones, de género y de las diversas disciplinas, enfoques y competencias en las áreas del saber. Sus integrantes no percibirán dieta.


Podrán participar en las sesiones del Consejo Asesor, con derecho a voz, personas que sean funcionarios de la Agencia, representantes de los Ministerios que forman parte del Sistema o representantes de otros entes públicos.

Artículo 10.- Normas aplicables al personal del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y cuenta pública. El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 1973 y publicado el año 1974, que fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.


Cada año, a más tardar en el mes de abril, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación deberá dar cuenta pública de las acciones emprendidas por el Ministerio el año anterior, según lo establecido en el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001.


Dicha cuenta deberá contener, al menos, los objetivos de mediano y largo plazo de las políticas del Ministerio y un análisis de su impacto en el Sistema, indicadores de efectividad de las acciones emprendidas por el Ministerio y por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, además de un resumen de aquellos informes que el Ministerio y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo deban remitir al Congreso Nacional en cumplimiento de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.

TÍTULO III

De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo

Párrafo 1° 

Objeto y atribuciones


Artículo 11.- De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Créase la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también “la Agencia”), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente o Presidenta de la República a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.


La Agencia tendrá por objeto administrar y ejecutar los programas e instrumentos destinados a promover, fomentar y desarrollar la investigación en todas las áreas del conocimiento, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio.


El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago.


Artículo 12.- Atribuciones de la Agencia. Para el cumplimiento de su objeto, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones:


a) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que promuevan la generación de conocimiento en ciencia y tecnología, que comprende los campos de las ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias agrícolas, ciencias sociales, y artes y humanidades; el desarrollo tecnológico; y la innovación de base científico-tecnológica.


b) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que apoyen la generación, instalación o fortalecimiento de capacidades para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional y regional.


c) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que permitan o hagan más eficiente el acceso a insumos, infraestructura y servicios para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional o regional.


d) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que promuevan la investigación científica y tecnológica de manera asociativa.


e) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que apoyen la formación, en Chile o en el extranjero, de profesionales e investigadores altamente calificados.


f) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que apoyen la inserción y atracción de recursos humanos altamente calificados, en instituciones académicas; centros de investigación científica y desarrollo tecnológico, públicos o privados; además, en el Estado, y en el sector productivo.


g) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que contribuyan a la generación o fortalecimiento de redes u otras instancias de cooperación nacional e internacional en investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica.


h) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que promuevan la transferencia de conocimiento y tecnología a través de la colaboración y vinculación de las instituciones que realizan investigación y desarrollo, en especial las universidades y centros científico-tecnológicos, con los sectores productivos, las empresas y el sector público.


i) Gestionar y ejecutar programas que apoyen la difusión pública de resultados de investigación, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica.


j) Elaborar e implementar las bases de concursos, convocatorias y evacuar todo acto administrativo que sea necesario para la ejecución de los programas o instrumentos indicados precedentemente, de acuerdo a las definiciones establecidas por el Ministerio.


k) Gestionar y administrar sistemas de acceso a la información en ciencia y tecnología nacional e internacional para fines de investigación, educación e innovación.


l) Desarrollar y administrar sistemas de información que permitan el seguimiento de la gestión de los programas, instrumentos y recursos públicos que ejecuta.


m) Solicitar cauciones a los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta.


n) Coordinarse, en los niveles que corresponda y en el marco de sus respectivas competencias, con los Ministerios de Educación, de Economía, Fomento y Turismo y otras secretarías de Estado; con el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio; con la Corporación de Fomento de la Producción y con el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de la participación o colaboración de estos organismos o de la información que puedan proporcionar.


o) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos científicos y tecnológicos e innovación de base científico-tecnológica. Del mismo modo, la Agencia está facultada para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.


Esta atribución sólo podrá ejercerse por resolución, debiendo obtener previamente la autorización de los Ministerios de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y de Hacienda.


En ningún caso la Agencia podrá caucionar compromisos u obligaciones contraídas por las entidades a cuya constitución o integración contribuya.


p) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a alcanzar los objetivos de la Agencia, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.


q) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2°

De la organización interna de la Agencia


Artículo 13.- De la organización interna de la Agencia. La Agencia estará a cargo de un Director o Directora Nacional, quien será el jefe superior de servicio.


El Director o Directora Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.


Artículo 14.- Rendiciones de cuenta. La Agencia deberá solicitar rendiciones de cuenta periódicas por los recursos que asigne, en la forma que determine el reglamento. La persona o entidad receptora que mantenga pendientes rendiciones de cuenta con la Agencia no podrá recibir transferencias de cuotas de proyectos nuevos o ya asignados.


Para estos efectos, atendida la naturaleza del programa o instrumento, se establecerá en cada adjudicación la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta en la forma y según los criterios que establezcan las bases de cada concurso de acuerdo al reglamento. Tratándose de concursos en que participe de cualquier forma una institución de educación superior, la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta podrá ser la misma institución; o bien una facultad o unidad académica de jerarquía equivalente, caso en el que la prohibición establecida en el inciso anterior no podrá afectar al resto de la institución, aun cuando quien firme el convenio respectivo sea el Rector o el representante de la institución.


Los recursos entregados a instituciones por concepto de gastos de administración deberán rendirse de manera anual y consolidada, en la forma que determine el reglamento. La infracción a este deber de rendición suspenderá el pago de estos recursos a la respectiva institución.


Artículo 15.- Del Director o Directora Nacional. El Director o Directora Nacional tendrá las siguientes atribuciones:


a) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, administrar y supervigilar el funcionamiento de la Agencia y sus bienes.


b) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos institucionales, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.


c) Informar al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación en los asuntos propios de la Agencia y asesorarlo respecto del diseño de programas e instrumentos que esta última deberá ejecutar.


d) Adjudicar los concursos o convocatorias para la asignación de las subvenciones, préstamos o cualquier tipo de ayudas que otorgue la Agencia, previa propuesta de uno o más comités técnicos o de expertos, según lo establecido en el artículo 9°.

e) Reprogramar, prorrogar u otorgar nuevos plazos respecto a obligaciones no monetarias de los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecute la Agencia. Esta facultad sólo podrá ejercerla en casos calificados y de forma fundada, debiendo obtener previamente la autorización del Ministerio.


Un reglamento expedido a través del Ministerio regulará las condiciones para el ejercicio de esta facultad.


f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios y entregar la administración de bienes o derechos de cualquier naturaleza de que sea titular la Agencia a personas o instituciones públicas o privadas, mediante la celebración de convenios, para el debido cumplimiento de los objetivos y funciones de la Agencia, a excepción de la definición de los programas e instrumentos que deba ejecutar. Dichos convenios deberán contemplar cláusulas que permitan a la Agencia ponerles fin de forma anticipada por razones de interés general o en el evento que no se esté dando cumplimiento a los objetivos tenidos en cuenta para su celebración.


g) Requerir de otros organismos del Estado la información y antecedentes necesarios para el adecuado cumplimiento de los objetivos y atribuciones de la Agencia, así como de sus propias atribuciones.


h) Delegar las atribuciones propias y las de la Agencia en funcionarios de su dependencia, a excepción de la establecida en la letra f) de este artículo.

i) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


Artículo 16.- Normas aplicables al personal de la Agencia. El personal de la Agencia estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 1973 y publicado el año 1974, que fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.


El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar las funciones de carácter directivo que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Director o Directora Nacional, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Dicho personal no podrá exceder de cinco funcionarios.


Artículo 17.- Del patrimonio de la Agencia. El patrimonio de la Agencia estará constituido por:


a) Los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los recursos otorgados por leyes especiales.


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título.


d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.


e) Las donaciones que se le hagan, así como las herencias o legados que acepte. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación. 


f) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. 


g) Las subvenciones, préstamos, aportes o recursos en general que se le restituyan.


h) Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley.


La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

TÍTULO IV

Del fortalecimiento de la institucionalidad pública 

para la ciencia, tecnología, conocimiento e innovación

Párrafo 1° 

De la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo y del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo


Artículo 18.- Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo. Existirá una Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo (en adelante también “la Estrategia”), la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos y oportunidades de desarrollo del país y las regiones, generando un marco que oriente las políticas públicas y los instrumentos de apoyo a la formación de recursos humanos altamente calificados, la investigación y generación de conocimiento, el desarrollo y transferencia de tecnología, la innovación y el desarrollo de una cultura de ciencia, tecnología e innovación.


La Estrategia deberá contener, a lo menos, un diagnóstico de las tendencias globales y análisis prospectivos de las oportunidades y desafíos para el desarrollo integral, inclusivo y sostenible de Chile en el escenario mundial; propuestas para el desarrollo del país, a nivel nacional y/o regional, basadas en el fomento de la ciencia, tecnología e innovación; orientaciones sobre prioridades estratégicas para el gasto público en materias de ciencia, tecnología e innovación, y criterios, metas e indicadores para el seguimiento y evaluación del desempeño y desarrollo del Sistema en el mediano y largo plazo.


Una revisión de la Estrategia deberá ser presentada al Presidente o Presidenta de la República al inicio de su mandato. Ésta servirá como orientación para la elaboración de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación a la que se refiere el Párrafo 2° del presente Título.


Para la elaboración o revisión de la Estrategia se deberán contemplar procedimientos de participación y de diálogo con los distintos agentes del Sistema, los gobiernos regionales, las organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía.


Artículo 19.- Del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo. El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto supremo, creará un consejo asesor presidencial denominado “Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo” (en adelante también el “Consejo Nacional de CTCI”).


El Consejo Nacional de CTCI tendrá como misión asesorar al Presidente o Presidenta de la República en el análisis prospectivo de las tendencias de desarrollo globales y nacionales; en la formulación de propuestas destinadas a fortalecer y desarrollar el Sistema; y en la elaboración y revisión, con mirada sistémica y de largo plazo, de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo.


El Consejo Nacional de CTCI estará compuesto por su presidente o presidenta y por catorce consejeros o consejeras designados por el Presidente o Presidenta de la República, propendiendo a una adecuada representación de las regiones y equilibrio de género, además de la diversidad de disciplinas, enfoques y competencias, y por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Para ello, se contemplará la participación de investigadores de reconocido desempeño en los campos de la ciencia y la tecnología, es decir las artes y las humanidades, las ciencias sociales, las ciencias agrícolas, médicas y de la salud, las ciencias naturales, y la ingeniería y tecnologías; profesionales de destacada labor en políticas de desarrollo y en ciencia, tecnología e innovación; personas de destacado desempeño y experiencia en los sectores de la gran, mediana y pequeña empresa y del emprendimiento; académicos o expertos en el ámbito de formación de profesionales y técnicos; y personas de destacada labor en el ámbito del desarrollo social o la innovación social.


El Consejo Nacional de CTCI se renovará por parcialidades. Los consejeros o consejeras no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones y durarán cuatro años en el ejercicio de las mismas. Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Un reglamento regulará la forma y modo para implementar lo señalado en este inciso y en el anterior.


En el desarrollo de sus tareas el Consejo Nacional de CTCI deberá relacionarse y coordinarse especialmente con los Ministerios de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, de Economía, Fomento y Turismo, de Educación, y con el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, así como con las principales entidades y servicios públicos del Sistema. Podrá también convocar a otros ministerios para analizar desafíos estratégicos sectoriales relacionados con ciencia, tecnología e innovación, y solicitar de ellos y de otras instituciones públicas que conformen el Sistema, a través de la contraparte técnica que éstas determinen, información respecto de políticas, programas, iniciativas y demás materias relevantes para la elaboración, revisión o seguimiento de la Estrategia.


Las sesiones del Consejo se registrarán en actas, las cuales serán públicas una vez que sean aprobadas; y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los temas tratados y las conclusiones a las que se arribó.


La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación deberá prestar apoyo administrativo y material al Consejo Nacional de CTCI para el adecuado desempeño de sus tareas.

Párrafo 2°

De la Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación 

y del Comité Interministerial para la Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación


Artículo 20.- Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Existirá una Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación (en adelante también "la Política"), la que establecerá los objetivos y lineamientos generales de las políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el período presidencial respectivo.


La Política será definida con mirada sistémica y de corto y mediano plazo y deberá contener al menos: los objetivos y lineamientos generales para el período presidencial en materias de desarrollo científico-tecnológico e innovación, y de recursos humanos altamente calificados; prioridades o énfasis basados en la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, en las estrategias regionales de desarrollo o en desafíos estratégicos sectoriales; ejes de acción, y metas de mediano plazo.


La Política será propuesta al Presidente o Presidenta de la República por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y se aprobará por decreto supremo expedido a través del Ministerio.


Artículo 21.- Plan de Acción. La implementación de la Política se orientará a través de un Plan de Acción, el que será elaborado junto con la Política y revisado por el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación establecido en el artículo siguiente. Este plan deberá contener, a lo menos, los programas que lo integran, indicando el o los órganos públicos responsables; y la priorización de actividades, acciones y medidas específicas para el cumplimiento de dichos programas, los plazos de ejecución, las metas a alcanzar y los indicadores para su evaluación. Sin perjuicio de lo anterior, el Plan de Acción deberá mencionar la forma en que será ejecutado en cada una de las regiones del país, cuando corresponda.


El Plan de Acción, así como su revisión, serán aprobados mediante resolución del Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


Artículo 22.- Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. Créase el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, cuya función será asesorar al Presidente o Presidenta de la República en la elaboración, implementación y seguimiento de la Política y del Plan de Acción, constituyendo una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo, velando por su consistencia, coherencia y eficiencia, y considerando las necesidades del país y sus regiones.


El Comité Interministerial estará integrado por:


a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, quien lo presidirá.


b) El Ministro o Ministra de Hacienda.


c) El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.


d) El Ministro o Ministra de Educación.


Los ministros o ministras podrán ser reemplazados en las labores que les correspondan en el Comité por los Subsecretarios o Subsecretarias que ellos determinen, o por quien según la ley deba subrogarlos.


El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación deberá invitar a otros ministros o ministras de Estado para analizar desafíos estratégicos sectoriales de ciencia, tecnología e innovación; así como para abordar materias, iniciativas, programas o planes en función de contenidos o requerimientos específicos de la Política que estén relacionados con las materias propias del ministerio sectorial.


Mediante acuerdo del propio Comité Interministerial se establecerán las demás normas necesarias para su funcionamiento y para el adecuado cumplimiento de las funciones que le son encomendadas.


La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación prestará al Comité Interministerial el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento, y el Subsecretario o Subsecretaria será su Secretario o Secretaria Técnica.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la Secretaría Técnica del Comité Interministerial también se conformará por un equipo de apoyo técnico compuesto por representantes de los ministerios que lo conforman, pudiendo invitar a representantes de otros ministerios, así como a representantes de servicios públicos tales como la Agencia y la Corporación de Fomento de la Producción, para abordar materias determinadas.


Los ministerios que no conforman el Comité podrán presentar desafíos estratégicos específicos de su sector a la Secretaría Técnica, con el fin de que éstos sean estudiados por el Comité Interministerial.

TÍTULO V

Normas adecuatorias


Artículo 23.- Derógase la ley N° 16.746, que crea el Premio Nacional de Ciencia.


Artículo 24.- Derógase el decreto N° 491, del Ministerio de Educación Pública, de 1971, que modifica el estatuto orgánico de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y fija su texto refundido.


Artículo 25.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 33, del Ministerio de Educación Pública, de 1981, que crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica, de la siguiente manera:


1) Reemplázase el inciso primero del artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Créase un Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico destinado al financiamiento de la investigación científica y tecnológica.”.


2) Sustitúyense los artículos 2° y 3°, por los siguientes:


“Artículo 2°.- Será función del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación establecer anualmente, dentro de la disponibilidad presupuestaria del Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico, montos globales para el desarrollo científico y para el desarrollo tecnológico, comunicándolos a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.


Artículo 3°.- Para asignar los recursos del Fondo señalado en el artículo 1°, la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también “la Agencia”) deberá, periódicamente, llamar a concursos nacionales de proyectos, a los cuales podrán postular universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica, instituciones públicas y privadas del país o personas naturales residentes en Chile que cumplan con los requisitos y condiciones que establezca el reglamento.


En los procesos de asignación, la Agencia deberá utilizar como criterio principal la calidad de la propuesta, pudiendo solicitar de los postulantes la información adicional que estime pertinente para resolver en función de las características y condiciones particulares de cada concurso, según establezca el reglamento.


El Director o Directora Nacional de la Agencia podrá solicitar a personas o instituciones calificadas en las disciplinas o materias que corresponda, chilenas o extranjeras, que analicen los proyectos presentados, para su ilustración y mejor decisión.


Los recursos que se asignen a los proyectos serán puestos a disposición de las instituciones o personas según corresponda, en la forma que lo determine el reglamento.


La Agencia deberá supervisar en forma periódica el desarrollo que tengan en su realización los proyectos aprobados. Con este objeto podrá requerir los antecedentes e informaciones que estime necesarios. Asimismo, deberá supervisar que los recursos que asigne sean utilizados para los fines que fueron solicitados.


Será deber de la Agencia publicar cada año un resumen de los proyectos seleccionados señalando el monto asignado a cada proyecto en ese año, la descripción y objeto del mismo, y el estado de avance cuando se trate de un proyecto en ejecución desde años anteriores.”.


3) Elimínanse los artículos 4°, 5°, 6°, 7° y 8°.


4) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9°.- El financiamiento público de los proyectos y programas establecidos en esta ley, tiene como finalidad la creación de nuevo conocimiento científico y tecnológico y la transferencia de tecnología e innovación, aplicando dichos conocimientos en pos del beneficio social y económico, favoreciendo el desarrollo sustentable y el bienestar del país.


Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa, respecto de los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos establecidos en el inciso anterior. Para la utilización de esta licencia, el Ministro de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, deberá emitir una resolución fundada en los términos y plazos que señale el reglamento, previa consulta del ministerio sectorial correspondiente y habiendo escuchado al titular del derecho. El precio será fijado de común acuerdo con el titular del derecho. A falta de acuerdo, éste será determinado mediante arbitraje. Un reglamento establecerá el procedimiento para determinar el monto que deberá pagar el Estado, el procedimiento para designar el o los árbitros y la forma en que éstos deberán resolver la controversia.


Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reportare su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, este corresponderá al Estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, por el solo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte. También establecerá los plazos en los que dicho Ministerio podrá solicitar el derecho.


Si la institución o persona a la que se le asignaron los recursos logra comercializar en cualquier forma su derecho de propiedad industrial, deberá restituir el 100% de los fondos asignados, y una suma adicional equivalente al 5% de los ingresos obtenidos de la comercialización del derecho de propiedad industrial, dentro de los plazos y condiciones que determine el reglamento. En todo caso, el monto que deba restituirse no podrá ser superior al monto recaudado por el asignatario en la comercialización del derecho de propiedad industrial, sea por el otorgamiento de una licencia, la explotación directa del derecho u otra modalidad equivalente, durante el período de vigencia del derecho de propiedad industrial.”.

5) Elimínase el artículo 10. 


6) Reemplázase, en el artículo 11, la expresión “Educación Pública” por “Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


7) Elimínanse los artículos 1° y 2° transitorios.


Artículo 26.- Modifícase la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, de la siguiente manera:


1) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 2°, la expresión “Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


2) Sustitúyese, en el artículo 16, la expresión “el Ministro de Hacienda” por “los Ministros o Ministras de Hacienda y de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


Artículo 27.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 211, del Ministerio de Hacienda, de 1960, que fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, de la siguiente manera:


1) Reemplázase, en el numeral 6), la expresión final “, y” por un punto y coma.


2) Intercálase el siguiente numeral 7), nuevo, pasando el actual numeral 7) a ser 8):


“7) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y”.


Artículo 28.- Reemplázase, en la letra f) del artículo 7° de la ley N° 20.129, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, la expresión “la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT” por “el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


Artículo 29.- Sustitúyese, en la letra d) del artículo 9° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, la expresión “Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


Artículo 30.- Reemplázase, en la letra e) del inciso segundo del artículo 9° de la ley N° 19.169, que establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, la expresión “el Presidente de la Comisión Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas” por “un representante del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


Artículo 31.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, de 1927, que organiza las Secretarías de Estado, de la siguiente manera:


1) Reemplázase, en el numeral 20°, la expresión final “, y” por un punto y coma.


2) Sustitúyese, en el numeral 21°, el punto final por un punto y coma.


3) Agréganse, a continuación del numeral 21°, los siguientes numerales 22°, 23° y 24°:


“22° Deporte;


 23° Mujer y la Equidad de Género, y


 24° Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.”.


Artículo 32.- Modificase la ley Nº 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente manera:


1) Agrégase, en el artículo 12, una letra i) del siguiente tenor:


“i) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.”.


2) Reemplázase, en el artículo 15, el guarismo “4” por “5”.


Artículo 33.- Modifícase el artículo 42 de la ley N° 17.374, que fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del decreto con fuerza de ley N° 313, de 1960, que aprobara la ley orgánica de la Dirección de Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, de la siguiente manera:


1) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “confeccione el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación”.


2) Derógase su inciso segundo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación, salvo las excepciones que se establecen en los artículos siguientes.


Artículo segundo.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación será considerado para todos los efectos el sucesor y continuador legal del Ministerio de Educación, en todo lo que se relacione con las funciones y atribuciones que ésta u otras leyes le otorguen específicamente al Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación; y en todos aquellos reglamentos o actos administrativos relacionados con la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y que hayan sido expedidos a través del Ministerio de Educación, así como en los derechos y obligaciones nacidos de actos ejecutados o celebrados por este último relacionados con la misma Comisión.


Artículo tercero.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo serán, para todos los efectos, los sucesores legales de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), en las materias de sus respectivas competencias, en concordancia con las funciones y atribuciones que la presente ley les otorga al señalado Ministerio y a la Agencia, respectivamente.


En consecuencia, las menciones que las leyes, reglamentos y demás normas realicen a la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, o a CONICYT, o a alguno de sus órganos directivos, se entenderán efectuadas al Ministerio, o a la Agencia, o al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, o al Director o Directora Nacional de la Agencia, según corresponda.


La Agencia será la sucesora de CONICYT respecto al Consejo de la Sociedad Civil de este último. Sus reglas de funcionamiento y de nombramiento de sus integrantes se mantendrán vigentes mientras la Agencia no las reemplace mediante la dictación de la norma a que hace referencia el artículo 70 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001.


Artículo cuarto.- La Agencia será, para todos los efectos, la sucesora legal de los Consejos Superiores de Ciencia y de Desarrollo Tecnológico establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 33, del Ministerio de Educación Pública, de 1981, que crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica, según corresponda.


Artículo quinto.- El Presidente o Presidenta de la República adecuará a la normativa introducida por la presente ley los reglamentos y decretos que considere necesarios, pudiendo modificarlos, eliminarlos, reemplazarlos o dictar otros nuevos, según lo estime pertinente.


Lo mismo se aplicará respecto de los reglamentos y decretos que regulen el funcionamiento orgánico de los institutos tecnológicos y de investigación públicos a que se refiere el literal k) del artículo 4° de esta ley.


Artículo sexto.- A la fecha de su entrada en funcionamiento, el Ministerio se desconcentrará territorialmente en cinco secretarías regionales ministeriales, cada una de las cuales estará a cargo de un Secretario Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, y que representará al Ministerio en una o más regiones.


Durante el quinto año de funcionamiento del Ministerio, mediante decreto supremo expedido a través del mismo y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se establecerá un calendario de instalación que determine las fechas en que iniciarán sus funciones las secretarías regionales ministeriales restantes, las cuales deberán estar en funciones, en su totalidad, en el plazo máximo de diez años contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio.


Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio, suscritos además por el Ministro de Hacienda, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las secretarías regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada secretario regional ministerial. Para estos efectos se deberá considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología, así como la existencia de desarrollos científicos consolidados o estratégicos. El o los decretos señalados en este inciso deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses contado desde la entrada en funcionamiento del Ministerio.


Mientras no haya entrado en funcionamiento la totalidad de las secretarías regionales ministeriales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo, cada secretario regional ministerial que tenga a su cargo dos o más regiones ejercerá las funciones de las coordinaciones macrozonales establecidas en el artículo 8° sobre dichas regiones.

Artículo séptimo.- En el primer nombramiento de los consejeros y consejeras del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el Desarrollo, la mitad durará dos años en el ejercicio de sus funciones, debiendo el Presidente o Presidenta de la República identificarlos en el decreto o decretos que determinen la primera conformación del Consejo. La otra mitad durará cuatro años en sus funciones, de acuerdo a las reglas generales establecida en el inciso cuarto del artículo 19 de la presente ley.


Se entenderá para los efectos de esta ley como Estrategia el documento de análisis que entregue al Presidente o Presidenta de la República el consejo asesor presidencial creado por el decreto supremo N° 177, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, promulgado el año 2014 y publicado el año 2015. 


Una vez conformado, el Consejo Nacional de CTCI deberá realizar su validación o revisión en los tiempos previstos por la ley.


Artículo octavo.- El decreto supremo que apruebe la primera Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación deberá ser dictado dentro de los seis meses siguientes desde la entrada en funcionamiento del Ministerio, según lo establecido en el numeral 1) del artículo noveno transitorio.


Artículo noveno.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la fecha en que entrarán en funcionamiento el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Además, determinará la fecha en que cesará en sus funciones la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT).


2) Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, pudiendo dictar al efecto todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553. También, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas de personal.


3) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá fijar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento que practique.


4) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, a la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que podrán ser traspasados a la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. La individualización del personal traspasado, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


5) Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


6) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


8) El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), al Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, en lo que corresponda.


Artículo décimo.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, dicte las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la planta de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente o Presidenta de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal.


Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:


Planta de Directivos: grados 1°B y 4º.


Planta de Profesionales: grados 5º y 14º.


Planta de Técnicos: grados 10º y 15º.


Planta de Administrativos: grados 13º y 23º.


Planta de Auxiliares: grados 19º y 23º.


2) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento del personal que practique.


3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios y funcionarias titulares de planta y de personal a contrata desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. El traspaso del personal de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


4) Determinar la dotación máxima del personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005.


5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7) El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.


Artículo undécimo.- El encasillamiento a que se refiere el artículo anterior quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas plantas de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, debiéndose considerar lo siguiente:


1) Los funcionarios titulares de las plantas de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se encasillarán en el mismo grado que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.


2) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares se proveerán previo concurso interno, en el que sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a las plantas respectivas, y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad durante, al menos, cuatro años en la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), al 31 de diciembre de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 31 de diciembre de 2017. No obstante, si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían dichos funcionarios a contrata, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos podrán postular en el último grado que se consulte en la nueva planta.


3) En los concursos internos a que se refiere el numeral anterior, sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta, que se encuentren calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena y que cumplan con los requisitos del cargo respectivo. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerarán los concursos internos antes señalados.


4) La provisión de cargos vacantes de los concursos internos a que se refiere el numeral anterior se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.


Artículo duodécimo.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.


Los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) que sean traspasados al Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación o a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de las señaladas entidades. Dicha afiliación se mantendrá hasta que la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación o la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refieren los artículos noveno y décimo transitorios, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.


Artículo decimotercero.- El Presidente o Presidenta de la República, mediante uno o más decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y el primer presupuesto de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes para la aplicación de la presente ley. Dichos presupuestos serán informados a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado dentro de los sesenta días siguientes a su conformación.


Artículo decimocuarto.- Los artículos 23, 24 y 25 producirán sus efectos una vez que entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, en el plazo que se determine conforme al numeral 1) del artículo noveno transitorio.


Artículo decimoquinto.- Autorízase al Presidente o Presidenta de la República para nombrar, a partir de la publicación de la presente ley, al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, para efectos de la instalación del Ministerio. En tanto este último no inicie sus actividades, la remuneración del Ministro o Ministra corresponderá al grado B de la Escala Única de Sueldos.


Artículo decimosexto.- Los artículos 26, 27, 28, 29, 30 y 31 producirán sus efectos una vez que haya sido nombrado el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


Artículo decimoséptimo.- Durante el primer año de vigencia de la ley, y en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 211, del Ministerio de Hacienda, de 1960, que fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, el Consejo de dicha Corporación creará un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos”.


Este Comité tendrá como objetivo fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades científicas y tecnológicas para la innovación y provisión de bienes públicos, y servirá de instancia de coordinación e intercambio de información y buenas prácticas entre instituciones públicas y privadas sin fines de lucro que llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.


Para estos fines, la Corporación podrá delegar en el Comité la facultad de administrar instrumentos de financiamiento, los que podrán contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño destinados a institutos tecnológicos y de investigación públicos y a personas jurídicas privadas sin fines de lucro, excluidas las instituciones de educación superior; en función de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación.


Dicho financiamiento podrá destinarse, entre otras finalidades, a la creación y mantención de capacidades tecnológicas especializadas de las entidades antes señaladas, así como a su funcionamiento, según se establezca en los convenios respectivos.


El Comité tendrá un consejo directivo compuesto por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, quien lo presidirá; el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo, quien actuará como su vicepresidente; el vicepresidente ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; el Director o Directora Nacional de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; representantes de los ministerios con los que se relacionen los institutos tecnológicos y de investigación públicos; y otros representantes del sector público y del sector privado relacionados con ciencia, tecnología, innovación y fomento productivo; según determine el Consejo de la Corporación. Los integrantes del Comité que pertenezcan a organismos públicos podrán ser reemplazados por quienes ellos designen.


Artículo decimoctavo.- Mientras no entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, lo establecido en el artículo 14 de esta ley será aplicable por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) para los programas e instrumentos que administre.


Artículo decimonoveno.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran desde las partidas correspondientes de los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo; Secretaría General de la Presidencia; de Educación; y de Transportes y Telecomunicaciones a la partida que se cree para el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo decimotercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.


Para los años posteriores, el mayor gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 7, 8, 14, 15, 28 y 29 de mayo de 2018, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Carolina Goic Boroevic y señores Francisco Chahuán Chahuán, Juan Antonio Coloma Correa, Alfonso De Urresti Longton y Alejandro García Huidobro Sanfuentes (Juan Antonio Coloma Correa), y Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo, Giorgio Jackson Drago, Miguel Mellado Suazo, Patricio Rosas Barrientos y Víctor Torres Jeldes.

Sala de la Comisión, a 30 de mayo de 2018.

ROBERTO BUSTOS LATORRE


  Secretario de la Comisión Mixta
